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PRESENTACIÓN

El Centro de Altos Estudios Nacionales - Escuela de Posgrado (CAEN - EPG) y el 

Centro de Estudios Estratégicos del Ejército del Perú (CEEEP) se unen para presentar 

esta publicación que muestra el trabajo colaborativo existente entre estas dos 

instituciones, incentivando la discusión y la generación de ideas para enfrentar los 

retos relacionados a la Seguridad, el Desarrollo y la Defensa Nacional. Este documento 

es el resultado de un proyecto piloto, diseñado e implementado conjuntamente 

por el CAEN-EPG y el CEEEP, que busca promover el desarrollo de competencias 

relacionadas a la comunicación estratégica escrita de los profesionales que vienen 

realizando la Maestría en Desarrollo y Defensa Nacional en el CAEN-EPG. 

Con dicho objetivo y como parte de este proyecto, los alumnos de la mencionada 

maestría recibieron, como primer paso, una capacitación sobre redacción de artículos 

científicos, tomándose como referencia la “Guía de Redacción de Artículos Académicos” 
producida por el CEEEP. Posteriormente, los alumnos eligieron sus respectivos 

temas de investigación para formular un artículo académico, considerando las líneas 

de investigación del CAEN-EPG, con la particularidad de que aquellos maestristas 

miembros del Ejército del Perú debían escoger su tema de investigación de la “Lista 
de Temas Estratégicos Claves del Ejército del Perú”, documento formulado por el 
CEEEP para ayudar a la comunidad de investigación a enfocarse en aquellos temas de 

mayor relevancia para el Ejército del Perú, el Sector Defensa y el país. De esta manera, 

los artículos formulados por los Oficiales del Ejército buscan facilitar la gestión 
estratégica institucional y el proceso de toma de decisiones del Comandante General 

del Ejército y de su Estado Mayor General, fomentando el pensamiento estratégico 

y el intercambio de ideas con actores de la sociedad y de la comunidad académica 

nacional e internacional. Cabe resaltar que, durante el proceso de redacción de los 

artículos, los maestristas fueron asesorados por un grupo de profesores del CAEN-

EPG, con la finalidad de ayudarles a mejorar la calidad de sus productos. 

Tras un proceso de edición realizado por el CEEEP, esta publicación recoge diez de los 

artículos formulados por los alumnos de la Maestría en Desarrollo y Defensa Nacional 

del CAEN-EPG, constituyendo no solo un valioso aporte a la Seguridad, el Desarrollo 

y la Defensa Nacional, sino también un claro ejemplo del compromiso colaborativo 

existente entre ambas instituciones.
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En la primera parte de esta publicación, referida al futuro, el Coronel EP Emilio Cam 

Albújar señala que al no exigirse competencias profesionales adecuadas en el proceso 

de designación de funcionarios de confianza se afecta al principio de la meritocracia, a 
la ética en la gestión pública, a la cultura política y a la toma de decisiones, incluyendo 

la Seguridad y la Defensa Nacional. Por otro lado, el Abogado Jean Carlo Cuba Yaranga 

analiza los actuales y posibles usos de la Inteligencia Artificial como medios sumatorios 
de las distintas estrategias de ataque y defensa en el marco de la Seguridad Nacional, 

y examina si la legislación existente para limitar su uso cumple con su finalidad. 
Adicionalmente, el Mayor EP Yul Infantes Coronado resalta las razones por las cuales 

la modernización de equipos de las aeronaves de ala fija del Ejército del Perú es un 
factor crítico para el incremento de la seguridad en las operaciones aéreas de la 

Aviación del Ejército. Finalizando esta primera parte, el Coronel FAP Luis Chávez 
Valdivia analiza la actual situación presupuestal del Pliego Defensa en el Perú y cómo 

se verá afectado este Sector en el cumplimiento de sus objetivos. 

En la segunda parte de esta publicación, referida a los fines geopolíticos y estratégicos, 
el Coronel EP Mario Caceres Solis presenta una evaluación de los impactos, 

oportunidades y desafíos que tendrá el Perú en el marco de su participación en la 
iniciativa de infraestructura y conexión vial denominada “la Franja y la Ruta”, promovida 
por la República Popular China. Asimismo, el Coronel EP Miguel Estrada Terrones 
analiza la importancia de la inclusión del Perú en dicha iniciativa, toda vez que el Perú 

-al ser un país que requiere de grandes inversiones para desarrollar sus principales 

infraestructuras- deberá minimizar los riesgos asociados a su involucramiento en 
este ambicioso proyecto internacional.

En la tercera parte de esta publicación, referida a la evaluación de las amenazas, el 

Coronel EP Edson Riveros Alemán señala que la Estrategia Nacional ante el Cambio 
Climático debe reflejar el compromiso del Estado peruano de actuar de manera 
integrada, transversal y multisectorial, cumpliendo los compromisos internacionales 

e impulsando los esfuerzos de previsión y acción para adaptar los sistemas productivos 

y los servicios sociales ante los efectos negativos del cambio climático, los mismos 
que afectan la gobernabilidad del país. Por otra parte, el Coronel EP José Franco 

Lazarte resalta la importancia de la cooperación militar-policial como mecanismo 
para superar las restricciones de la intervención de las Fuerzas Armadas en apoyo a la 

Policía Nacional del Perú durante los conflictos sociales de gran escala y de riesgo para 
la Seguridad Nacional. Asimismo, el Coronel del Ejército de Brasil Alexsander Aquiles 

da Conceição describe los beneficios que brinda el “Programa Fuerzas en el Deporte” 
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como acción socioeducativa implementada por las Fuerzas Armadas brasileñas que 

destaca la promoción del deporte como una oportunidad para el desarrollo, dirigida 

a niños y adolescentes en situación de vulnerabilidad social. Terminando esta tercera 

parte, el Capitán de Navío MGP Daniel Herrera Guerra examina la situación existente 
en el Putumayo, evidenciándose la urgente necesidad de que el Estado peruano 
adopte acciones inmediatas y contundentes para evitar nuevos frentes de lucha para 

las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional del Perú.

Finalmente, el CAEN-EPG y el CEEEP esperan que estos artículos sean del interés 

y  agrado de los lectores, y fomenten el análisis, la discusión y la generación de ideas 
que contribuyan al proceso de toma de decisiones en los diferentes niveles del Estado 

peruano.

Walter Astudillo Chávez 

General de División(r)  

Director General del CAEN-EPG

Paul Vera Delzo 

Coronel 

Director del CEEEP
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Competencias profesionales: Una 
exigencia ineludible en la gestión 
pública

Emilio Cam Albújar 

Resumen

Tras mostrar brevemente el escenario general del proceso de selección de los funcionarios 

de confianza en la gestión pública, en este artículo se resalta que la cultura cívica es la 
primera condición que todo servidor debe tener; no obstante, la Ley de Servicio Civil 
indica que la manera en que se designan a los servidores de confianza se realiza sin concurso y 
sobre la base del poder discrecional del funcionario que tiene esa facultad. Esta situación no 
solo vulnera y afecta la meritocracia contemplada en esa misma Ley, incluyendo la ética 
en la gestión pública, sino también permite contratar servidores sin exigirles o evaluarles 
las Competencias Profesionales diseñadas para los diferentes puestos. De esta manera, se 
confirma la tesis de que al no exigir competencias profesionales adecuadas en el proceso 
de designación de funcionarios de confianza se afecta al principio de la meritocracia, a 
la ética en la gestión pública, a la cultura política y a la toma de decisiones de aspectos 
relevantes, incluyendo la Seguridad y la Defensa Nacional.

Palabras Clave: Cultura Cívica, Servicio Civil, Meritocracia, Ética en la Gestión Pública, 
Competencias Profesionales

Abstract

After briefly showing the general scenario of the selection process of trusted officials in 
public management, this article highlights that civic culture is the first condition that every 
servant must have; however, the Civil Service Law indicates that the way in which trusted 
servants are appointed is done without competition and on the basis of the discretionary 
power of the official who has that power. This situation not only violates and affects the 
meritocracy contemplated in that same Law, including ethics in public management, but 
also allows hiring employees without requiring or evaluating the Professional Competencies 
designed for the different positions. In this way, the thesis is confirmed that by not requiring 
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adequate professional competencies in the process of designation of trustworthy officials, 
the principle of meritocracy, ethics in public management, political culture and decision 
making in relevant aspects, including National Security and Defense, are affected.

Keywords: Civic Culture, Civil Service, Meritocracy, Ethics in Public Management, 
Professional Competencies.

Introducción

En el Perú, la Ley del Servicio Civil (LSC) establece un régimen único y exclusivo para las 

personas que proporcionan servicios en la gestión pública a fin de que las entidades 
del Estado alcancen mayores niveles de eficacia y eficiencia, prestando servicios de 
calidad1. Por ello, todas las personas que brindan servicio en la administración pública, 

en todos los niveles de la estructura del Estado, rigen la prestación de sus servicios 

profesionales en el marco de esta Ley. No obstante, esta Ley contempla la existencia 
de puestos para funcionarios públicos de confianza con exigencias profesionales 
mínimas para su designación2, como en el caso de la selección de ministros de Estado, 

asesores, prefectos, directores generales, entre otros. Asimismo, para los funcionarios 

públicos elegidos democráticamente para cargos políticos representativos no existen 
exigencias de competencias profesionales, como es el caso del presidente de la 

República, congresistas, gobernadores regionales, alcaldes provinciales y alcaldes 

distritales, los cuales pueden postular simplemente por ser peruanos y contar con una 

determinada edad.

Realizando un análisis documental hermenéutico de enfoque cualitativo, y señalando 
que el objetivo de la presente investigación es determinar la importancia de considerar 

las competencias profesionales dentro de los procedimientos de designación de 

funcionarios de confianza en la gestión pública, incluyendo el Sector Defensa, en este 
artículo se postula la tesis de que la designación de personal en estos puestos, bajo el 

marco de la mencionada Ley, se contrapone al principio de meritocracia contemplado 
en la misma, afectando la ética, la cultura política y la toma de decisiones.

La importancia de la cultura cívica

La cultura cívica o ciudadana, al igual que otros conceptos cercanos como cultura 
republicana o cultura democrática, nos inserta al campo de la subjetividad 
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política necesaria para la constitución y adecuado funcionamiento de los sistemas 

políticos3. La diferencia entre estos tres conceptos radica fundamentalmente en su 
extensión, ya que el primero se puede aplicar a todo sistema político que requiera 

de un cierto grado de participación de los ciudadanos, mientras que el segundo 

limita su aplicación a los sistemas republicanos y el tercero a los de carácter 
democrático. Es así como la cultura cívica -desde la antigua polis griega pasando 

por la civitas romana, los estados monárquicos, las repúblicas aristocráticas, hasta las 
democracias modernas- ha sido entendida como el conocimiento, la valoración 

positiva, la capacidad y la voluntad de los ciudadanos para disfrutar de los derechos 

y cumplir con las obligaciones que supone la condición ciudadana4. Es decir, aquí 

se conjugan el deber y el derecho como una de las formas más conscientes para 
vivir en sociedad.

En ese sentido, la definición de ciudadanía que establezca la Constitución de cada 
Estado determina el contenido y los contornos de la cultura cívica. En términos generales, 

la ciudadanía involucra una dimensión jurídico-política, entendida como los derechos 

y las obligaciones de los individuos con relación a su participación en la vida pública, 

una dimensión moral de aceptación voluntaria y el cultivo de los valores relacionados 

con la convivencia colectiva, así como una dimensión histórico-social por el sentido 

de pertenencia a una sociedad o nación constituida en Estado5. En consecuencia, 

toda cultura cívica contiene un conjunto de deberes, valores y señas de identidad 

que, si son asumidos efectivamente por los ciudadanos, favorecen la cohesión social 

y la vinculación de los individuos con el Estado. Por ello, participar de las cuestiones 

públicas no solo es un derecho sino también una obligación, que invita a todo 

ciudadano a prepararse para formar parte también de la clase dirigente de la gestión 

pública o de la burocracia del Estado.

Al respecto, es pertinente señalar que la cultura cívica es la primera condición que todo 

ciudadano que participa en la gestión gubernamental debe de haber desarrollado. 

Saber equilibrar los deberes y los derechos para brindar sus capacidades profesionales 

al servicio de la nación brinda la seguridad de que la labor que cumpla estará 
fortalecida de vocación de servicio, de ética, de una visión compartida, sin intereses 

particulares y -sobre todo- asegura la gobernabilidad por todas estas cuestiones 

cívicas morales.
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Una mirada crítica a la Ley del Servicio Civil

La Ley Nº 30057, Ley del Servicio Civil, tiene como principios rectores: (1) Interés general, 

para contar con recursos humanos que brinden una correcta prestación de servicios 

públicos, (2) Eficacia y eficiencia, para buscar el logro de los objetivos del Estado, (3) 
Igualdad de oportunidades, porque sus reglas son generales y sin discriminación alguna 

por razones de origen, raza, sexo, idioma, etc., (4) Meritocracia, porque se basa en la 

aptitud, actitud, desempeño, capacidad y evaluación permanente, (5) Transparencia, 

porque la gestión del régimen del Servicio Civil es confiable, accesible y oportuna, 
y (6) Probidad y ética pública, porque promueve una actuación transparente, ética 

y objetiva de los servidores civiles6. Por lo tanto, todas las personas que realizan el 

servicio civil o participan en la gestión pública, en sus diferentes modalidades, deben 

contar con las competencias correspondientes e inherentes al puesto que desempeñan. 

Esto permitirá asegurar que los servicios públicos otorgados a la ciudadanía sean de 
calidad, logrando el bienestar general y cerrando las brechas sociales y económicas 

de la población.

Asimismo, esta ley clasifica a los servidores civiles de las entidades públicas en los siguientes 
grupos: (1) Funcionario Público, (2) Directivo Público, (3) Servidor Civil de Carrera, (4) 

Servidor de Confianza y (5) Servidor de actividades complementarias7. Al respecto, 

el Servidor de Confianza es un servidor civil que forma parte del entorno directo e 
inmediato de los funcionarios públicos o directivos públicos y cuya permanencia en 

el Servicio Civil está determinada y supeditada a la confianza por parte de la persona 
que lo designó, ingresando sin concurso público de méritos sobre la base del poder 

discrecional con que cuenta el funcionario que lo designa. En ese sentido, la forma en 

que se da la designación de un Servidor de Confianza abre la ventana de oportunidad 
para colocar personas que no cuenten con las competencias requeridas, existiendo a 

nivel Nacional un sin número de estas designaciones, entre ellos asesores, directores 

generales, viceministros, prefectos y sub prefectos, lo que se contrapone al principio 

rector de la meritocracia.

La meritocracia en la gestión pública

El principio meritocrático, desde siempre, ha sido considerado como la manera 
positiva y el criterio orientador para la selección, permanencia y retiro del personal 

que trabaja para el Estado8. Por lo tanto, su institucionalización es inherente a la 
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gestión pública y su observancia e implementación rigurosa deberían -en términos del 

idealismo- asegurar la existencia de servidores civiles de calidad, con competencias, 

valores, aptitudes y capacidades que redundan en la prestación de servicios propicios 

al conjunto de la población.

Posterior a la Edad Media, con el nacimiento de los Estados centralizados se crea la 

necesidad de requerir de personal capacitado y competente para asumir los nuevos 

roles de los Estados absolutistas apareciendo, además, la distinción entre la corona 

y el Estado, lo que permitió la separación entre la persona privada y el cargo que 

esta ejerce. Al respecto, fue durante el Imperio Germánico cuando se establece el 

nacimiento del sistema del mérito o de la carrera administrativa9, que gestione de manera 

eficiente los sistemas administrativos para satisfacer las necesidades del pueblo. Por su 

parte, el sistema de la carrera administrativa nace en Alemania a fines del siglo XVII, 
inspirado en tres pilares: la conciencia del deber, el saber profesional y la Integridad10. 

Subsiguientemente, a comienzos de siglo XVIII, se hacen obligatorios los cursos de 
Cameralística y Ciencias de la Policía como requisito para el ingreso al servicio público. 

En este contexto, el concepto y proceso meritocrático va tomando forma, se incluyen 
conceptos de consciencia, capacidad profesional o ética, los cuales se van acuñando y 

moldeando a la meritocracia.

Posteriormente, las revoluciones liberales en Inglaterra y Francia, así como las guerras 

de independencia americanas implantarán el Estado de derecho, en el cual los 
gobernantes y funcionarios del Estado se someten al imperio de la ley, consagrándose 
el derecho a la vida, a la igualdad, a la libertad de expresión y a la conciencia de 

los ciudadanos11. En ese sentido, se va conjugando el concepto de ciudadanía con la 

meritocracia, derechos, deberes, obligaciones, libertad e imperio de la ley para vivir 

bajo reglas, normas y una determinada organización. 

No obstante, en el Perú, las brechas de capacidades de los servidores civiles en el 

sector público son evidentes, convirtiéndose en un problema de carácter nacional 
e impactando en la calidad de la prestación de los servicios públicos que provee el 

Estado a la población. Según el informe de Competitividad Global del 2019, publicado 
en el Foro Económico Mundial, el Perú se ubica en el puesto 6512. Este informe evalúa 

la calidad institucional del Estado, la falta de competitividad, índices de desarrollo 

humano y crecimiento económico, denotando -por tanto- la calidad de servidores 

y gestores con que cuenta el país. Sin embargo, a pesar de las dificultades que ha 
presentado la implementación del Sistema del Servicio Civil, se debe profundizar en 
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su desarrollo pues constituye uno de los principales instrumentos para luchar contra 

la corrupción, generar eficiencia, garantizar la movilidad social y profundizar la 
democracia. Hasta que esto no se concrete, la meritocracia seguirá siendo una utopía, 
al designar funcionarios sin concurso y con requisitos mínimos, permitiendo actos 

contra la ética, el compadrazgo, el pago de favores y conexos.

La ética en la gestión pública

Aristóteles manifestó que es deber de los gobernantes formar a los ciudadanos en la virtud 

y habituarlos a ella; por ello, la confianza en el gobierno es vital en cualquier sociedad 
democrática13, principalmente cuando la población espera que los servidores públicos 

sirvan a la pluralidad de los intereses comunes y administren los recursos de manera 

correcta. Es allí, que la ética se convierte en el soporte indispensable para garantizar 

la confianza y -por ende- la gobernabilidad. Sin embargo, ¿qué tanto se puede confiar 
en las instituciones públicas?, ¿qué garantiza que los ciudadanos logren llevar a cabo 
sus proyectos de vida en el país? 

Esa confianza se puede construir a través de la ética, en el día a día de la ejecución 
de la función pública14. La ética es una concepción valorativa de la vida en términos 
de lo que es bueno, obligatorio o justo. Pretende mostrar cuál debe ser el orden de 
prioridades en la vida como personas y como miembros de una comunidad. La ética 
es un saber racional que va a permitir orientar la acción y tomar decisiones pensando 

siempre en el largo plazo. En la práctica, la ética en la función pública permite 
solucionar conflictos y crear puentes entre posturas contrarias en una sociedad llena 
de contrastes. Adicionalmente, la ética permite innovar y crear soluciones cuando ni 

la tradición ni las autoridades son una opción. Gracias a su carácter reflexivo, la ética 
permite generar acuerdos y tomar decisiones responsables. Asimismo, la ética brinda un 

conjunto de herramientas, como códigos éticos y principios, que permiten reflexionar 
sobre los valores de la democracia, la libertad, la igualdad y la tolerancia.

Asimismo, los fines de la función pública son el Servicio a la Nación y la obtención de 
mayores niveles de eficiencia del aparato estatal, de manera que se logre una mejor 

atención a la ciudadanía, priorizando y optimizando el uso de los recursos públicos, 

conforme a lo dispuesto por la Ley Marco de Modernización de la Gestión del Estado15. 

Como se puede apreciar, los conceptos de cultura cívica, servicio civil, meritocracia 

y ética en la gestión pública se encuentran inmersos en el concepto del servicio 
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a la Nación. Por lo tanto, el servidor público debe actuar de acuerdo a los siguientes 

principios: (1) Respeto, al adecuar su conducta hacia el respeto de la Constitución y las 

Leyes, (2) Probidad, al actuar con rectitud, honradez y honestidad, (3) Eficiencia, al brindar 

calidad en cada una de las funciones a su cargo, (4) Idoneidad, técnica, legal y moral, (5) 

Veracidad, al contribuir al esclarecimiento de los hechos, (6) Lealtad y Obediencia, al 
actuar con fidelidad y solidaridad hacia todos los miembros de su institución, (7) Justicia 
y Equidad, en el cumplimiento de sus funciones, y (8) Lealtad al Estado de Derecho, al 
deber lealtad a la Constitución y al Estado de Derecho16.

En ese sentido, histórica y legalmente, se aprecia la importancia de la ética en la gestión 

pública, aquella que debe permitir a todos actuar con coherencia y probidad, a tal 

punto de declinar a un puesto laboral para el cual no se encuentra capacitado o se no 

cuenta con las competencias requeridas. No obstante, al no exigírseles competencias 

profesionales a los servidores públicos, se desencadena una crisis, se afecta la 

gobernabilidad y se incita a la corrupción, perjudicando el desarrollo nacional.

Competencias Profesionales: Una exigencia ineludible

El término “competencias profesionales” comenzó a emplearse a inicios de la década 
de los años 70, específicamente en el sector productivo, buscando preparar a sus 
colaboradores para alcanzar mayores niveles de eficiencia y eficacia en los diferentes 
puestos de trabajo17. Posteriormente, este concepto comenzó a ser utilizado por los 

países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 

(OCDE) a fin de poder medir y mejorar los indicadores del Producto Bruto Interno (PBI)18. 

De esta manera, se llega a vincular el sector productivo con la educación, mejorando 

la actividad económica de los países y preparando a los estudiantes para el empleo. 

Actualmente, el término “competencia” se define como un saber hacer en contexto; es 
decir, aquellos desempeños básicos que deben alcanzar los estudiantes o las personas 
para desarrollar ciertas funciones y aplicarlas en contextos determinados, además de 
hacerlo con suficiencia19.

En el Currículo Nacional para la Educación, la competencia se define como la facultad 
que tiene una persona de combinar un conjunto de capacidades a fin de lograr un 

propósito específico en una situación determinada, actuando de manera pertinente 

y con sentido ético20. Ser competente supone entonces comprender la situación que 

se debe afrontar, evaluando las posibilidades que se tiene para resolverla. Eso significa 
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que una persona debe estar en condiciones de identificar conocimientos y habilidades 
que uno posee o que están disponibles en el entorno, analizar las soluciones más 
pertinentes a la situación y al propósito para luego tomar decisiones y poner en acción 

la combinación seleccionada. Ser competente es combinar -también- determinadas 

características personales con habilidades socioemocionales que hagan más eficaz 
su interacción con otros21. De esta manera, se le exige al individuo la necesidad de 

mantenerse alerta respecto a las disposiciones subjetivas, valoraciones o estados 

emocionales personales y de los otros, pues estas dimensiones influirán tanto en la 
evaluación y selección de alternativas, como también en su desempeño a la hora de 

actuar. Por lo tanto, las “competencias profesionales” involucran -de manera holística- 
los aspectos de cultura cívica, meritocracia, ética y servicio civil, logrando que el 

servidor trascienda de manera positiva en la gestión pública para brindar servicios de 

calidad a la ciudadanía, con oportunidad, eficiencia y eficacia.

Conclusiones

La cultura cívica asegura en los funcionarios el requerido equilibrio deberes y derechos 
para poner sus capacidades profesionales al servicio de la nación, asegurando que la 

labor que cumplan estará fortalecida con vocación de servicio, ética, así como de una visión 

compartida y sin intereses particulares. Sin embargo, la manera de designar a los servidores 

de confianza, sin concurso y sobre la base del poder discrecional del funcionario con 

dicha capacidad, abre la ventana de oportunidad para colocar personas que no cuenten 

con las competencias requeridas, afectando a la meritocracia y a los servidores de 

carrera. Por ello, la meritocracia bajo la figura de servidores de confianza es una utopía, 
al designar funcionarios sin concurso y con requisitos mínimos, promoviendo actos contra 

la ética y permitiendo el compadrazgo, el pago de favores y la corrupción, entre otros.

En ese sentido, la ética en la gestión pública debe permitir actuar con coherencia y 

probidad, a tal punto de que cualquier persona pueda declinar a un puesto laboral 

para el cual no se encuentra capacitado o que no reúne las competencias para 

desempeñarlo. El hecho de no exigir competencias profesionales a los servidores 

públicos afecta a la gestión pública y –por ende- a la gobernabilidad. Por esta razón, las 

competencias profesionales son una exigencia ineludible para cualquier puesto en la 

gestión pública, incluyendo al Sector Defensa, logrando que el desempeño profesional 

de cualquier servidor trascienda de manera positiva para brindar servicios de calidad 

a la ciudadanía, con oportunidad, eficiencia y eficacia.
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En consecuencia, existen oportunidades de mejora a la Ley Servir, debido a los vacíos, 

fragilidades y contradicciones que aún se encuentran en esta norma. Asimismo, 

el hecho de no exigir competencias profesionales adecuadas en el proceso de 

designación de servidores de confianza, afectan al principio de meritocracia, a la 
ética en la gestión pública, a la cultura política y a la toma de decisiones de aspectos 

relevantes, incluyendo la Seguridad y la Defensa Nacional.
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Inteligencia artificial en la Seguridad 
Nacional: Límites legales 

Jean Carlo Cuba Yaranga

Resumen

Términos como big data, mecatrónica y sensorización, toma de decisiones, computación 
neuromórfica y percepción por ordenador son algunos de los conceptos y tecnologías 
integrados a la Seguridad Nacional que se encuentran en constante evolución. Estos 
avances científicos cuentan con la legislación nacional e internacional existente como 
único límite para evitar su uso indiscriminado. En ese sentido, en este artículo se analizan 
los actuales y posibles usos de la Inteligencia Artificial como medios que se van sumando a 
distintas estrategias de ataque y defensa en el marco de la Seguridad Nacional, así como si 
la legislación existente para limitar su uso cumple con su finalidad.

Palabras claves: Inteligencia artificial, seguridad nacional, legislación nacional e 
internacional, inteligencia artificial en la seguridad nacional.

Abstract

Terms such as big data, mechatronics and sensorization, decision making, neuromorphic 
computing and computer perception are some of the concepts and technologies integrated to 
National Security that are in constant evolution. These scientific advances have the existing 
national and international legislation as the only limit to avoid their indiscriminate use. 
In this sense, this article analyzes the current and possible uses of Artificial Intelligence 
as means that are being added to different strategies of attack and defense within the 
framework of National Security, as well as whether the existing legislation to limit its use 
fulfills its purpose.

Keywords: Artificial intelligence, national security, national and international legislation, 
artificial intelligence in national security.
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Introducción

En ciertos espacios de análisis es común buscar un meta-mensaje en cada evento 
o imagen, como suele suceder con las portadas de la revista inglesa de relaciones 

internacionales y economía, The Economist, la cual, en julio de 2020 publicó “Hacia una 

nueva normalidad 2021–2030”. En este escrito, 50 expertos mundiales dedujeron cómo 
cambiaría la vida en la sociedad,  basados en la tendencia actual y futura, y entre los 20 
puntos tratados, consideraron la implantación de la Inteligencia Artificial (IA) en todo 
acto humano, desde temas domésticos hasta la toma de decisiones trascendentales 

por parte de los gobiernos. Esta información no puede pasar desapercibida, ya que 

los avances tecnológicos de los últimos años han acelerado lo que -para muchos 

especialistas- se consideraría una “Cuarta Revolución Industrial”.

Estos cambios vienen afectando a todas las estructuras de la vida en comunidades 

humanas, que van desde el beneficio absoluto y controlado de los avances científicos 
hasta visiones apocalípticas en un futuro que sobrepasen la autonomía, dada su 

rapidez y eficiencia. Ante estas posibilidades, los países industrializados han iniciado 
discusiones sobre la influencia de la IA, incluyendo los primeros esbozos por normar 
o incluir pautas específicas para su uso por parte de los Estados en defensa de sus 
intereses.

En las actuales circunstancias, donde la seguridad se ha convertido en uno de los 

aspectos neurálgicos para el desarrollo, el Perú debe estar a la vanguardia y hacer 
uso de todo instrumento que permita garantizar la salvaguarda de la integridad de 

sus ciudadanos y cumplir con el objetivo de convivencia pacífica, siendo necesario 
replantear la existencia de límites legales en la utilización de la IA. De no existir 

requerimientos mínimos, el uso indiscriminado de IA podría atentar, directa o 

indirectamente, contra la dignidad del ciudadano (en temas como vida privada e 

intimidad) e incluso contra su integridad (armas con altos grados de autonomía), por 

lo cual es necesario prever las circunstancias cercanas.

En este sentido, en este artículo se expone el panorama general del uso de la IA en la 

Seguridad Nacional, incluyendo sus áreas de mayor desarrollo, y se analizan los criterios 

legales vigentes que limitan su uso, evaluando si estos tienden a ser eficaces frente a 
próximos eventos.
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Inicio de la Cuarta Revolución Industrial

Académicos y especialistas señalan que, desde inicios del milenio actual, el mundo ha 

entrado a la primera fase de lo que denominan la “Cuarta Revolución Industrial”. Al 
respecto, Klaus Schwab, fundador del Foro Económico Mundial, señala que esta nueva 

reestructuración del planeta se relaciona con el mundo digital y está caracterizada 
por “…un internet más ubicuo y móvil, por sensores más pequeños y potentes que son 
cada vez más baratos, y por la inteligencia artificial y el aprendizaje de la máquina11. 

Frente a esta afirmación, António Manuel de Oliveira Guterres, Secretario General de 
la Organización de las Naciones Unidas, advirtió el año 2018 que el mundo aún no está 
preparado para la última revolución porque se acrecientan las posibilidades de caos 

social y el uso indiscriminado de IA en toda situación humana, lo que conllevaría a 

masas humanas sustituidas por máquinas más eficientes y al uso de armas autónomas 
sin restricción.

Siendo “el desarrollo de la IA” el eje de este proceso de transformación social, aparece 
un primer problema: conceptualizarla, por lo que existe un debate permanente para 

definirla ya que la sola mención de la palabra “inteligencia” la complica. Por ello, al 
hablar de IA existen elementos constantes que, si bien no dan como resultado una 

definición absoluta, si ayudan a enmarcar la idea. 

Para Nicolas Miailhe y Cyrus Hodes, la IA es un conjunto de “agentes” (programas que 
se ejecutan en sistemas informáticos) capaces de aprender, adaptarse y desarrollarse 
en entornos dinámicos e inciertos2. En este sentido, la noción de inteligencia se suma 

a las de autonomía y adaptabilidad a través de la capacidad para aprender de un 

entorno dinámico. Oportunamente, la Red Iberoamericana de Protección de Datos, 
señala que, si bien no existe una única definición sobre IA, podría afirmarse que, en 
su concepción, se trata de un término “sombrilla”, pues en él se incluyen distintas 

ideas y técnicas informáticas que van evolucionando, desde algoritmos hasta sistemas 
computacionales de Deep Learning3.

Por otra parte, la IA se puede categorizar en cuatro enfoques: (1) los sistemas que 

piensan como humanos (sistemas computacionales con información precedente que 

procesan con el objetivo de predecir eventos o conductas), (2) los sistemas que piensan 

racionalmente (con la semejanza de la lógica humana que es usada como alternativa 

para resolver problemas por medio de inferencias), (3) los sistemas que actúan como 

humanos (sistemas que pueden ejecutar funciones propias de los humanos y que 
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requieren de inteligencia) y (4) los sistemas que actúan racionalmente (la llamada 

“singularidad tecnológica”, máquinas con la capacidad de automatizar una conducta 
inteligente)4.

La posibilidad de amplificación en las repercusiones del uso de la IA cada día se va 
convirtiendo en parte de la realidad, a tal grado que tanto países como organismos 

internacionales buscan hallar puntos conexos para regular el uso de la IA, entre los 

que resaltan la Organización de Naciones Unidas (ONU), la Unión Europea (UE) o la 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE)5. Por lo que 

existe un panorama en el que la IA se va haciendo omnipresente en varias áreas 
privadas y/o estatales como el de la Seguridad Nacional.

Inteligencia artificial en la Seguridad Nacional

En este contexto, existen varios escenarios públicos y privados en los cuales se vienen 

desarrollando las diversas técnicas de IA. Por ejemplo, en la temática estatal de las 
Políticas de Estado se considera de forma primordial a la Seguridad Nacional, la cual 

es definida por el Centro de Altos Estudios Nacionales como “…la situación en la que 
el Estado tiene garantizada su existencia, presencia y vigencia, así como su soberanía, 
independencia e integridad territorial y de su patrimonio, sus intereses nacionales, su 
paz y estabilidad interna, para actuar con plena autoridad y libre de toda subordinación, 
frente a todo tipo de amenazas”6.

Considerando que es una obligación del Estado salvaguardar su soberanía, este debe 

contar con la mayor cantidad de recursos y tecnologías que permitan enfrentar todo 

tipo de amenazas. Es aquí en donde la IA constituye un factor gravitante por la rapidez 

y efectividad del resultado en el binomio de ataque – defensa, elemento básico de 
toda estrategia de protección de la Seguridad Nacional. Por ello, en el caso del ataque 

se buscan resultados con nula o baja cantidad de efectos colaterales y en el caso de la 

defensa se prioriza el resguardo total del bien protegido; sin embargo, todo esto ya  

no se limita únicamente al plano físico, sino que abarca el campo virtual, por lo que 

aparece la figura de la ciberseguridad7.

A nivel mundial, naciones y organizaciones supranacionales buscan desarrollar 

proyectos que generen nuevo conocimiento y contribuyan a mejorar la 

seguridad de los países, tanto en el plano particular de una dimensión como en 

el multidimensional o, como bien menciona el Centro Superior de Estudios de 
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la Defensa Nacional (CESEDEN), sobre el trinomio perfecto para balancear las 

acciones de la  IA aplicada al campo militar: el factor lógico (referido al proceso de 

datos), el factor físico (armamento) y el factor humano (conocimiento continuo de 

la situación)8.

Riesgos del uso de IA en aspectos referidos a la Seguridad Nacional

De los posibles riesgos del uso de la IA -en el contexto de la Seguridad Nacional- no 

se puede pasar por alto que el Perú es un país que adquiere tecnología externa y que, 

actualmente, en cuestiones tecnológicas existe una “carrera” entre dos potencias: la 
República Popular China y los Estados Unidos. Por un lado, las inversiones chinas 
pasan por clústeres que forman parte de una triangulación entre el apoyo del Estado, 

del partido y de las empresas privadas a fin de afianzar su presencia para el año 
2035 y -diez años después- vencer a su principal rival. Por otro lado, Estados Unidos 
continúa liderando las investigaciones en este campo. No obstante, el resultado de 

tal “competencia” es incierto, aunque se podría afirmar que existirán monopolios 
regionales e información “flotante” en aspectos de Seguridad Nacional que se 
convertirán en vulnerabilidad al depender de otro Estado9.

La posición del Perú como un país importador de tecnología lleva a la reflexión de 
que ningún acto o creación humana es infalible y, si se trata de nuevas tecnologías, el 

nivel de incertidumbre es alto. Esto no significa que -con el tiempo- dichos errores 
serán superados relativamente por la misma IA, que se caracteriza por su rápida 
evolución. Al respecto, en casos sobre protección de datos, la Red Iberoamericana 
de Protección de Datos encuentra dos riesgos esenciales: la preconfiguración del 
algoritmo y la calidad de la información. En el primer riesgo podría introducirse, 

consciente o inconscientemente, los prejuicios del creador, mientras que en el 

segundo riesgo, la forma como está programada la IA podría provocar generalidades 
en su procesamiento de datos que perjudicarían a terceros, sin dejar de lado que la IA 

podría también obtener datos falsos que sesgarían su desempeño10.

En ese sentido, estos riesgos podrían ocurrir tanto en el acceso a información de baja 

calidad como por maniobras estratégicas de un adversario para sesgar su conducta. 

Situación que no se enmarca en mera especulación ya que los sistemas pueden fallar 

y, tanto los sesgos como los errores humanos (intencionales o no), pueden magnificar 
estas fallas con consecuencias catastróficas debido a que la IA lleva las amenazas al 
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plano digital y de la información. De este modo, el uso de algoritmos modifica los 
escenarios de riesgo de seguridad para ciudadanos, organizaciones y Estados11. 

Otro riesgo a tener en cuenta es el nivel de vulnerabilidad de la IA a los ciberataques, lo 

que permitiría manipular el sistema remotamente y hacer que actúe de forma contraria 

a sus objetivos al encontrase “hackeado”; de esa manera, se obtendría ilegalmente 
información privada. Este riesgo se elevaría si se confía en un único algoritmo ya 

que también presenta riesgos asociados a la seguridad del código y, en caso de 

corromperse o verse alterado, podría dejar a organizaciones y Estados indefensos12. 

Desde otra perspectiva, se presenta la posibilidad en la cual los mismos responsables 

del manejo de la IA podrían hacer uso y abuso de sistemas a través de la ciber vigilancia 

como método de control social, o realizando campañas de desinformación debido a 

que dicho software tiene la capacidad de analizar ingentes cantidades de datos de 

ciudadanos o empresas, pudiéndose “perfilar” al elemento vigilado para fines ajenos 
al de la protección del Estado.

Legislación internacional y nacional

No se debe pensar en la IA como arma per se pues solo es un medio creado por el 

hombre para resolver determinadas tareas. Muy distinto es el uso que se haga de 

la misma al convertirla en un instrumento o intermediario sofisticado para el 
resguardo de la Seguridad Nacional, lo que lleva a la IA al campo del debate ético y, 

subsiguientemente, al legal.

En el aspecto legal se puede mencionar que posterior a la Segunda Guerra Mundial 

toda discusión que tratase de temas específicos sobre tecnología llamada “inteligencia” 
era muy lejana. Autores como José Luis Calvo Pérez tienen como debate primigenio 
del asunto a la “Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas 
armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos 

indiscriminados”, del 15 de septiembre de 198013. Adicionalmente, se puede mencionar 

la “Clausula Martens”, una declaración de principios en pro de la humanidad, siendo 
sus conclusiones aplicables de forma extensiva a situaciones similares14.

Con el paso del tiempo y frente a las posibilidades de error, vulnerabilidad o mal uso 

de la IA, la preocupación por el rápido avance científico contra un ralentizado debate 
legal conduce a los Estados a buscar la ampliación o hacer más específica la regulación. 
Esta situación viene ocurriendo  en la Unión Europea, donde se percibe que el tema va 
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rebasando los protocolos por la “carrera” entre los avances chinos y estadounidenses, 
evitando convertirse en una colonia tecnológica de cualquiera de las dos potencias15. 

Al respecto, la conclusión a la que llegó el análisis de la Escuela Politécnica Federal 
de Zurich es que un acuerdo global sobre el uso de la IA debe girar en base a cinco 

principios éticos: transparencia, justicia y equidad, no maleficencia, responsabilidad 
y privacidad. Sin embargo, este análisis subraya que existen desacuerdos sustanciales 
en la forma en que se interpretan estos principios, por qué se consideran importantes 

y cómo deben implementarse16.

Adicionalmente, se debe recalcar que la regulación de la IA debe relacionarse con 

cuatro importantes ejes de base en el debate: (1) la caja negra (la regulación no debe 

generalizarse porque los algoritmos usados “son cualitativamente distintos… gran 

parte del procesamiento, almacenamiento y uso de la información es realizado por el 
algoritmo mismo y de forma poco transparente dentro de una caja negra de procesamiento 
prácticamente inescrutable”17), (2) los sesgos de los algoritmos (se encuentra relacionada 

al programador del sistema y los sesgos que podría programar o un algoritmo 

básicamente desarrollado que puede causar situaciones de discriminación), (3) la 
ética de selección (entendido como los casos en los cuales la máquina toma decisiones 
en un panorama conflictivo, que para un ser humano lo llevaría a un dilema moral, en 
el caso del sistema se debe definir quién, ante una situación así, sería el responsable) y 
(4) el manejo de la información (como los sistemas de Big Data que manejan y analizan 

grandes cantidades de datos en tiempo reducido, la regulación se debe centrar en 

“cómo y a quiénes -personas u organizaciones- se les otorga el acceso a dichos datos. La 
información es poder y, en la actualidad, se deposita una carga excesiva sobre el individuo 
para administrar sus derechos de privacidad”18).

Al respecto, los países con capacidad tecnológica que investigan y desarrollan la IA 

como arma o implemento de seguridad buscan limitar cualquier legislación que los 

afecte con el Derecho Internacional Humanitario porque, de darse mayor especificidad 
en la legislación, consideran sería un obstáculo a futuras investigaciones19. Sin 

embargo, António Guterres, Secretario General de la ONU, durante la Conferencia 

sobre tecnología en Lisboa, fue enfático al señalar que toda arma autónoma basada en 
IA debe ser proscrita por el Derecho Internacional, ya que si la IA tiene una función 

en pro de la humanidad existe la faceta en la cual el uso involucraría el remplazo de 

los hombres por las máquinas, consecuentemente (en el caso de la IA como arma 
autónoma) “las armas […] tendrán la posibilidad de matar por sí mismas”20.
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Respecto al caso peruano, es incipiente en lo referente a formular propuestas 
legislativas en temas relacionados a la IA en la Defensa y Seguridad Nacional. No 

obstante, sus avances se centran más en el tema de la Ciberseguridad; es decir, la IA 
no convertida en arma de guerra, sino como parte de los mecanismos de defensa en el 

ciberespacio. Esto se corrobora en el “Reporte Ciberseguridad 2020: riesgos, avances 
y el camino a seguir en América Latina y el Caribe”, en donde se menciona que el Perú 
no cuenta con una Estrategia Nacional de Seguridad Cibernética, pero sí presenta 

avances en temas de Ciberseguridad21.

En el año 2000, el Congreso de la República del Perú promulgó la “Ley que Incorpora 
los Delitos Informáticos al Código Penal - Ley Nº 27309”, la cual penaba a aquellos 
que transgredían, de algún modo, una base de datos; cinco años después, la Policía 

Nacional creó la División de Investigación de Delitos de Alta Tecnología (DIVINDAT). 

Posteriormente, en el año 2001, se promulgó la “Ley de Protección de Datos 
Personales - Ley Nº 29733” con el objeto de garantizar el derecho fundamental a la 
protección de los datos personales; mientras que en el 2013 se actualizó la “Ley de 
Delitos Informáticos - Ley Nº 30096” debido a que los sistemas y base de datos caían 
en un estado de vulneración frente a los nuevos ciberataques y que posiblemente vaya 

evolucionando con el avance de la ciencia y tecnología22. Finalmente, en el año 2019, 
se aprobó el dictamen del proyecto de Ley de Ciberseguridad que busca establecer 
el marco normativo en materia de seguridad digital en el Perú, y se promulgó una de 

las normas con mayor especificidad del tema, la “Ley de Ciberdefensa - Ley Nº 30999” 
que regula “las operaciones militares en y mediante el ciberespacio a cargo de los órganos 
ejecutores del Ministerio de Defensa dentro de su ámbito de competencia, conforme a ley”. 
Con la citada norma, el Estado peruano puede realizar operaciones haciendo uso 

de sus fuerzas en el ciberespacio, amparándose siempre en la Carta de las Naciones 
Unidas (artículo 51°) y las disposiciones del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos y del Derecho Internacional Humanitario23.

Conclusiones

Por lo analizado, resulta claro señalar que se ha iniciado el proceso de adecuación a la 

denominada “Cuarta Revolución”, aunque los especialistas señalan que el crecimiento 
exponencial de los avances tecnológicos versus al casi inexistente debate sobre la 

temática no permiten que el mundo esté preparado para dicho cambio social. La 
característica por antonomasia de la “Cuarta Revolución” es la presencia de la IA, la 
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cual no tiene un concepto definitivo, pero hay aspectos que son base para definirla, 
tales y como la autonomía y la capacidad de adaptarse por medio del aprendizaje. En 

ese sentido, al ser las potencias industrializadas las que  tienen el monopolio de la IA 

de última generación, países como el Perú se convierten en un “adquiriente cautivo” 
de la tecnología, lo que significa mayores costos en programación y actualización.

El debate internacional sobre la legalidad del uso de la IA cuando es empleada en 

armas autónomas suele estar a cargo de las potencias que la investigan y desarrollan 

y pretenden limitarlo a los principios del Derecho Internacional Humanitario; 
en cambio, en el área que implica IA sobre Ciberseguridad las normas se van 
actualizando constantemente. En el caso peruano, desde el año 2000 se pretende estar 
a la vanguardia legislativa de los avances científicos, pero dirigidos especialmente al 
cuidado y penalidades contra la transgresión de base de datos.
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Modernización de las aeronaves de 
ala fija del Ejército del Perú: Una 
necesidad impostergable 

Yul Infantes Coronado

Resumen

Los rápidos avances tecnológicos en el campo aeronáutico han minimizado los riesgos 
de accidentes aéreos, haciendo de este medio de transporte uno de los más seguros 
y sofisticados de la actualidad. En la región, países como Colombia han realizado una 
significativa inversión en la modernización de las principales aeronaves de su aviación 
militar, logrando no solo certificar dichas modernizaciones sino, también, mejorar de 
forma notable sus capacidades para realizar operaciones aéreas seguras. En este artículo 
se analizan las razones por las cuales la modernización de equipos de las aeronaves de 
ala fija del Ejército del Perú es un factor crítico para el incremento de la seguridad en las 
operaciones aéreas de la Aviación del Ejército.

Palabras claves: Modernización, tecnología y aviación. 

Abstract

Rapid technological advances in the aeronautical field have minimized the risks of air 
accidents, making this means of transportation one of the safest and most sophisticated 
today. In the region, countries such as Colombia have made a significant investment in 
the modernization of their main military aviation aircraft, managing not only to certify 
such modernizations but also to significantly improve their capabilities to perform safe 
air operations. This article analyzes the reasons why the modernization of the Peruvian 
Army’s fixed-wing aircraft equipment is a critical factor for increasing safety in Army 
Aviation air operations.

Keywords: Modernization, technology and aviation.
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Introducción

La aeronáutica internacional, tanto de militar como civil, evoluciona de manera 
constante debido a los rápidos avances tecnológicos que permiten la modernización 
de aeronaves con equipos de última generación. Por ello, no es extraño percatarse 

que a la salida al mercado de un nuevo modelo de aeronave se conozca que ya se está 
trabajando en una versión actualizada de la misma, lo que obliga a los fabricantes a 

mantener una constante actualización de sus productos. Las diferentes misiones para 
las cuales son requeridas estas aeronaves exigen que los fabricantes actualicen sus 

productos a través de eficientes e innovadores equipos de ingenieros y científicos, a 
fin de poder ofrecer al mercado una versión actualizada y evitar que la competencia 
los desplace y se posicione en este importante campo. 

En este contexto, el Ejército del Perú no es ajeno a la necesidad de contar con 

nuevas tecnologías y equipos de última generación debido a los diversos roles 

estratégicos que cumple y a los diferentes escenarios en los cuales sus aeronaves son 

empleadas en provecho de la Defensa y el Desarrollo Nacional, particularmente en 

apoyo al Sistema Nacional de Gestión de Riesgo de Desastres. Por ejemplo, durante 
la pandemia de la COVID 19, el empleo de sus aeronaves ha sido más exigente, 
llegándose a cumplir misiones en lugares donde las condiciones climatológicas 
muchas veces son adversas. 

La pandemia de coronavirus COVID-19 ocasiona que países emergentes o de 
constante tensión político social, como el Perú, destinen un gran porcentaje del 

presupuesto nacional a la mejora de los servicios de salud y a la satisfacción de las 

necesidades primarias de la población. Este hecho hace poco probable la adquisición 

de nuevas aeronaves para las Fuerzas Armadas, por lo que la modernización de 

sus equipos es la solución más viable ante la constante evolución de la tecnología 
aeronáutica.

En el Perú, las flotas de aeronaves con las que cuenta la Fuerza Aérea, la Marina de 
Guerra y el Ejército vienen siendo implementadas –incipientemente- con equipos 

de última generación para lograr su mayor y mejor explotación debido a que, en la 

actualidad, resulta más viable su modernización que la compra de nuevas aeronaves. 
No obstante, en los últimos años, se tiene como referencia de compra la adquisición 

de 24 helicópteros MI171 SHP, de procedencia Rusa, y aviones de transporte Spartan, 
de fabricación Italiana. 
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En este artículo se analizan las razones por las cuales la modernización de equipos 

de las aeronaves de ala fija del Ejército del Perú se hace necesaria para una mejor 
explotación de estos bienes, cumpliendo con los estándares de seguridad mínimos 
para la ejecución de las operaciones aéreas.

Análisis

Con el transcurrir de la historia, la aviación -tanto comercial como militar- 

ha venido evolucionando gracias a la tecnología y a la constante competencia 

existente entre las grandes empresas fabricantes de aeronaves como Boeing, Air 

Bus, Beechcraft, Cessna y otras, las cuales se disputan un mercado cada vez más 
exigente. En este sentido, Edmundo Ubiratan, especialista en temas aeronáuticos, 
señala que la cabina de un avión siempre ha despertado la curiosidad de los 

pasajeros por su infinidad de botones, relojes y diales1, resaltando así que las 

cabinas de las aeronaves despiertan el interés y la curiosidad general, incluyendo 

a los pilotos, quienes se muestran sorprendidos por el nivel de avance tecnológico 

que generan aeronaves cada vez más sofisticadas y automatizadas. Sin embargo, 
no hay que olvidar que este perfeccionamiento se debe a especialistas quienes, 

con la debida preparación y entrenamiento, mejoran los estándares de seguridad 
de las operaciones aéreas.

Los aviones y helicópteros digitalizados que antiguamente también estaban dotados 
de instrumentos análogos (relojes) de respaldo ante una falla eléctrica en sus sistemas, 
dependen -actualmente- de equipos únicamente digitales, tanto en sus sistemas 

principales como de respaldo o stand by. Al respecto, Air Bus, el gigante en fabricación 

de aeronaves, señala que desde los primeros días de la aeronáutica el sector de la 
aviación ha trabajado para desarrollar mejores formas para que los pilotos entiendan 

la posición de su aeronave con respecto al suelo. Dicha evolución ha pasado de señas 

visuales afuera de la aeronave, a monitores digitales al interior de la cabina que 

muestran información sobre el ambiente.2

Desde sus inicios, la aviación ha sido siempre un campo en constante evolución, con 

aeronaves que resultan ser altamente complicadas por la cantidad de instrumentos 

empleados, pero capaces de transportar -de manera rápida- tanto pasajeros como 
carga. Si bien es cierto que estas cabinas actualizadas parecen ser muy difíciles de 

entender y operar, resulta necesario capacitar y actualizar constantemente a las 
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tripulaciones en el correcto empleo de estos sofisticados equipos, con el objetivo de 
minimizar los riegos de accidentes por el mal o inadecuado uso de los mismos.

Según la internacional AIRBUS, la tendencia mundial en la evolución de la tecnología 
aeronáutica hace predecir que un incremento del 4,3% anual del tráfico aéreo en el 
periodo 2019-2038, haría que se pase de las cerca de 23,000 aeronaves actuales a 
47,680, de las cuales 39,210 serían nuevas3. Con este incremento de aeronaves, tanto 

de transporte de personal como de carga, se requerirá la modernización de todas 
las flotas de aviones y helicópteros con equipos de última generación para poder 
satisfacer esta demanda.  

Francisco M. McGregor, piloto comercial por 44 años, sostiene que cada día se produce 

algún nuevo avance en la tecnología que se utiliza en la aviación, lo cual hace que el 

sector aéreo sea, cada vez, más sofisticado y confiable4. Sin embargo, se aprecia que 

gran parte de los últimos accidentes aéreos que han sufrido estas aeronaves se deben 

tanto al manejo inadecuado de los equipos por parte de los tripulantes, como a fallas 

propias de los equipos5.

Lo sucedido en el Boeing 737 Max en Etiopía, que dejó como saldo la muerte de 
157 personas, es un ejemplo de este tipo de fallas. En este caso, un error en el 
funcionamiento del software del Sistema de Aumento de Características de 

Maniobra (MCAS, por sus siglas en inglés) fue la causante del terrible accidente ya 

que, en primer lugar, el software basa su respuesta en los datos de un solo sensor 

del ángulo de ataque, aun cuando la aeronave cuenta con dos de estos sensores. 
Este tipo de artefacto, en el frente de un avión, mide el ángulo con el que se 
encuentra la corriente de aire. Confiar solo en uno de estos sensores significa que, 

si éste falla, el sistema puede desplegarse en el momento equivocado y presionar 

la nariz del avión hacia abajo cuando, por el contrario, debería ir en ascenso. 

En segundo lugar, aunque el piloto puede utilizar el control manual del avión, 

el MCAS se repite en ciclos, forzando la trompa de la aeronave hacia debajo de 

manera repetitiva. 

Ante esta realidad surgen algunas interrogantes: ¿qué tan seguro resulta modernizar 
una aeronave?, ¿cuáles son los beneficios de modernizar una aeronave de la Aviación 
del Ejército?, ¿cómo se relacionan la capacitación y el entrenamiento con el empleo 
de equipos tecnológicamente nuevos en las aeronaves de la Aviación del Ejército?, 

¿será seguro continuar operando tecnología obsoleta en las aeronaves de la Aviación 
del Ejército?, entre otras muchas preguntas.    
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Uno de los países de la región que mejor ha comprendido la necesidad de realizar 

este tipo de inversiones es Colombia, cuya Aviación del Ejército ha logrado 

certificar la modernización de sus aeronaves Beechcraft, las mismas que ahora 

cuentan con modernos equipos, mejorando de forma notable sus capacidades 

para realizar operaciones aéreas6.  En este sentido, la División de Aviación Asalto 

Aéreo del Ejército Colombiano anunció recientemente que ha sido certificada para 
adelantar los procesos de modernización de las aeronaves del tipo Bechcraft King 
Air 200 y B200, en concreto para sustituir la cabina análoga de estas aeronaves con 
los sistemas Garmin 10007. De hecho, ya se realizó este proceso en la primera de 

las siete aeronaves de este tipo, trabajo que duró cinco meses y que cuenta con la 

certificación de la empresa Garmin. 

En ese sentido, es necesario precisar que las unidades de vuelo de la Aviación del 

Ejército del Perú no cuentan con los medios necesarios (laboratorios, bancos de 

pruebas, personal calificado y otros) para realizar la modernización de las cabinas 
de sus aeronaves, lo que obliga a contratar los servicios de empresas autorizadas que 

cuenten con la certificación del fabricante o autoridad competente.

Conclusiones

Según los datos recogidos y analizados durante este trabajo, se puede arribar 

a algunas conclusiones que ayudarán a tener una perspectiva más clara sobre la 
innovación tecnológica que se debería dar en los equipos de control, navegación y 

comunicación de las aeronaves de ala fija de la Aviación de Ejército. En primer lugar, 
no se puede ser ajeno al avance de la tecnología, mucho menos en el campo de la 

aviación, ya que diariamente se crean o construyen nuevos equipos que hacen más 
seguras las operaciones aéreas a nivel mundial. En segundo lugar, la actual crisis 

sanitaria que vive el país hace poco probable la adquisición de nuevas aeronaves 

para la Aviación del Ejército, por lo que se debe de priorizar la modernización de sus 

equipos a fin de mantener los mejores índices de seguridad durante las operaciones 
aéreas que se realicen. En tercer lugar, se debe reconocer que el hecho de contar 

con aeronaves modernizadas no asegura que estas puedan estar exentas de algún 

accidente, toda vez que un accidente es el resultado de una suma de eventos 

peligrosos. En cuarto lugar,  teniendo en cuenta la experiencia obtenida por la 

Aviación del Ejército Colombiano, el Ejército del Perú puede establecer algún tipo de 

alianza estratégica para lograr la tan ansiada modernización de su flota de aeronaves 
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de transporte. Finalmente, la modernización de las aeronaves debe ser acompañada 

por una adecuada preparación de las tripulaciones de la Aviación del Ejército, ya 

que algunos de los accidentes ocurridos en el transporte aéreo internacional han 

sido producto del mal empleo de sofisticados equipos tecnológicos instalados en las 
aeronaves.

Yul Infantes Coronado 
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Presupuesto del Sector Defensa: 
Tendencias e impacto de la COVID-19

Luis Chávez Valdivia 

Resumen

La pandemia de coronavirus COVID-19 viene produciendo un impacto negativo en la 
situación macroeconómica del país, ocasionando reducciones presupuestales en el Pliego 
Defensa al haberse enfocado las prioridades del Gobierno en áreas como salud, educación, 
bienestar, entre otros. En ese sentido, el cumplimiento de sus roles estratégicos con una 
reducida asignación presupuestal constituye un desafío para el Sector Defensa y para sus 
unidades ejecutoras. Al respecto, se debe analizar y entender la relación entre los diferentes 
elementos del problema para comprender los efectos que pueden traer consigo las medidas 
que se adopten1. Esta situación marca un reto sin precedentes para las unidades ejecutoras 
del pliego, al tener que realizar gestiones operativas, administrativas y logísticas, en donde 
la capacidad oportuna del gasto es la columna vertebral para el cumplimiento de sus 

misiones. En este artículo se analiza la actual situación económica que enfrenta el Pliego 
Defensa y cómo se verá afectado en el cumplimiento de sus objetivos. Asimismo, se observa 
el comportamiento presupuestal del Pliego Defensa para entender mejor las acciones o 
reacciones, como método prospectivo que ayude a la administración a poder enfrentar con 
eficiencia estos retos y lograr calidad en el gasto presupuestal.

Palabras claves: Defensa Nacional, Presupuesto Institucional Modificado, Producto 
Bruto Interno, Genérica de Gasto.

Abstract

The COVID-19 coronavirus pandemic has had a negative impact on the macroeconomic 
situation of the country, causing budget reductions in the Defense Sector, as the 
Government’s priorities have been focused on areas such as health, education, welfare, 
among others. In this sense, the fulfillment of its strategic roles with a reduced budget 
allocation constitutes a challenge for the Defense Sector and its executing units. In this 
regard, the relationship between the different elements of the problem must be analyzed 
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and understood in order to grasp the effects that the measures adopted may bring about1. 
This situation marks an unprecedented challenge for the executing units of the defense 
sector, as they have to carry out operational, administrative, and logistical tasks, where 
the timely spending capacity is the backbone for the fulfillment of their missions. This 
article analyzes the current economic situation faced by the Defense Budget and how it will 
be affected in the fulfillment of its objectives. It also observes the budgetary behavior of the 
Defense Budget to better understand the actions or reactions, as a prospective method to 
help the administration to efficiently face these challenges and achieve quality in budgetary 
spending.

Keywords: National Defense, Modified Institutional Budget, Gross Domestic Product, 
Generic Expenditures.

Introducción

La economía nacional y mundial está pasando por una situación catastrófica a 
consecuencia de los efectos de la pandemia de la COVID-19. Sin embargo, antes de su 

llegada al Perú, algunas de las principales variables macroeconómicas ya presentaban 

un comportamiento negativo; por ende, la recaudación tributaria no venía alcanzado 

los niveles esperados. Ante esta situación, el Gobierno peruano se ha visto en la 

imperiosa necesidad de redefinir el Presupuesto General de la República para 
atender prioridades con respecto a salud, alimentación, y factores laborales lo que ha 

ocasionado un menor presupuesto asignado al Pliego Defensa, imposibilitando que las 

instituciones armadas cumplan eficazmente su mandato constitucional de garantizar 
la independencia, la soberanía y la integridad territorial,  sin dejar de mencionar las 

actividades en apoyo al orden interno, al desarrollo nacional, a la política exterior del 

Estado y al Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (SINAGERD). 

En el año 2021, la asignación presupuestal para el Sector Defensa tuvo su peor 
momento desde el año 2010, principalmente en lo que respecta a las partidas 
presupuestales de bienes y servicios, la misma que solo representa el 23% del total 
asignado, mientras que lo restante se enfoca principalmente en el pago de haberes 

y complementos; a pesar de ello, las Fuerzas Armadas vienen cumpliendo -con 

muchas limitaciones- acciones militares en apoyo a otros Sectores para enfrentar los 

efectos de la pandemia. Esta situación se agrava por la escasa captación en la fuente 

de financiamiento de recursos de directa recaudación así como por la disminución 
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drástica de los ingresos provenientes del Fondo de Defensa, devenidos de las regalías 
del gas de Camisea debido a la reducción de los precios del gas natural y al flujo de 
recursos futuros provenientes de esta fuente ya comprometidos hasta el año 2023 en 
base a contrataciones previas.

En este artículo se analiza la actual situación económica que enfrenta el Pliego Defensa, 

incluyendo la afectación al cumplimiento de sus objetivos, así como el comportamiento 

presupuestal del Pliego Defensa para entender mejor las consecuencias de estas 

decisiones. 

Situación de la COVID-19 en el Perú

En el Perú, el primer caso del SARS-COV-2 (COVID-19) se dio a conocer el 06 de marzo 
del 2020; dos semanas después se promulgó el Decreto Supremo Nº 094-2020-PCM que 
establecía las medidas de aislamiento social destinadas hacia una nueva convivencia 

social, prorrogándose el Estado de Emergencia Nacional por las graves circunstancias 
que afectaban la vida de la Nación a consecuencia del COVID-192. Los efectos de esta 
pandemia en el Perú no solo mostraron las graves deficiencias del Sistema de Salud, 
sino también obligaron a plantearse preguntas como ¿cuál debería ser el papel de la 
industria y la sociedad para hacer frente a estas situaciones de emergencia?3 Como 

consecuencia, se han acelerado múltiples cambios socioculturales que antes solían 

tomar generaciones, modificando drásticamente las costumbres en todo el mundo.

Calificada como una de las mayores pandemias de los últimos 100 años, la COVID-19 
ha sobrepasado el ámbito sanitario, alterando las relaciones interpersonales y -en 
general- la vida cotidiana tanto de las personas como de las instituciones, quienes 

tienen que trabajar de manera más articulada. Para tal efecto, las Fuerzas Armadas 
tuvieron que sacar a flote lo más sublime de su esencia: la disciplina y su organización, 
no solo para cumplir con las urgentes peticiones de otros Sectores destinadas a 

contrarrestar los efectos de la COVID-19 sino, también, para sostenerse a sí mismas 

en un clima de incertidumbre y caos. Muchos efectivos enfermaron y otros fallecieron, 

incluyendo a sus familiares directos, teniendo que enfrentarse retos como el de elevar 

la moral de los miembros de las Instituciones Armadas y seguir cumpliendo con las 

exigencias del Gobierno y de la ciudadanía.
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Situación económica en el país y presupuestal en el Sector Defensa

Fue en la década de 1990, cuando el Perú inició una apertura comercial que trajo 
consigo un incremento en sus flujos de intercambio comercial e Inversión Extranjera 
Directa – IED (que es la colocación de capitales de largo plazo en un país extranjero), 

lo que produjo un aumento sostenido de su Producto Interno Bruto – PIB (indicador 

que engloba a toda la economía). De esa manera, a través de la implementación de 

políticas macroeconómicas prudentes, reformas estructurales y el incremento de la 

seguridad interna, el Perú pasó de ser un país con tasas de inflación que alcanzaron 
los tres dígitos, altos niveles de desempleo y bajo crecimiento, a ser una de las 

economías líderes en crecimiento en América Latina y el Caribe. Estas condiciones 
internas favorables, aunadas a un contexto de altos precios de las materias primas, 

como el cobre, oro, zinc y otros minerales, hicieron que entre los años 2005 y 2015 
la tasa de crecimiento promedio del PIB alcanzara el 5,9%, mientras que la inflación 
promedio fue de 2,9%, una de las más bajas de la región4. No obstante, la situación 

económica en el Sector Defensa, entre los años 1990 y 2000, tuvo diferentes 
comportamientos en cuanto a la asignación presupuestal, al tener que enfrentar 

diferentes ámbitos como desastres naturales (fenómeno del niño), minería ilegal, 
lucha contra el terrorismo (remanentes) y narcoterrorismo (surgimiento), tráfico 
ilícito de drogas, entre otros.

De acuerdo con el Banco Mundial (2020), el PIB del Perú -en términos de porcentaje 
anual- ha venido decreciendo de forma sostenida desde el año 2010 con una diferencia 
de -6,18 %. Los efectos de la COVID-19, sin lugar a duda, han acelerado esta esta 
tendencia5. El Gobierno respondió enérgicamente ante la crisis sanitaria y la respuesta 

económica fue similar a la implementada por países avanzados. En este sentido, las 

autoridades impusieron estrictas medidas de distanciamiento social obligatorio 

poco después de detectar el primer caso confirmado de COVID-19 en el país. En 
paralelo, aprovechando la fortaleza macroeconómica de Perú, se puso en marcha un 

paquete de apoyos económicos a los hogares y a las empresas cuyo tamaño relativo 

se aproxima al adoptado en algunas economías avanzadas6. No obstante, diversos 

economistas concuerdan que la economía peruana perderá entre 2,5 y 4,2 puntos de 
crecimiento tan solo por el shock internacional. Al respecto, se estima que en el año 
2020 la economía peruana experimentó una contracción del 12%. De acuerdo con el 
Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), el PIB se contrajo un 30,2% en 
el segundo trimestre de 20207.
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Sin embargo, en el primer trimestre del año 2021, el PBI se incrementó en 3,8% al 
compararlo con el similar trimestre del año anterior, luego de la contracción mostrada 

en los cuatro trimestres del año 2020. Este resultado se asocia a las medidas de 
reactivación económica implementadas para contrarrestar los efectos de la pandemia 

de la COVID-19. En el crecimiento del PBI influyó el incremento de la demanda 
interna (6,5%), en tanto que decrecieron las exportaciones (-5,5%) y aumentaron 
las importaciones (5,0%). Al respecto, la mayor demanda interna se explica por los 
mayores gastos en bienes y servicios de consumo final privado (2,1%) y de consumo 
del Gobierno (7,2%), así como por la mayor inversión bruta fija (30,4%). Otros datos 
son el consumo final privado que se incrementó 2,1% y el gasto de consumo final del 
Gobierno que aumentó 7,2%8.

Cabe resaltar que uno de los efectos más negativos de esta pandemia ha sido el 
incremento de los niveles de pobreza, pobreza extrema y desigualdad social en el 

país. Debiéndose tener presente que la pandemia no solo ha mostrado los graves 

problemas del Sistema de Salud, sino también los problemas existentes en todos los 

demás Sectores del Estado, los cuales repercuten significativamente en el bienestar 
de la sociedad peruana9.

En base a la información presupuestal extraída del Ministerio de Economía y 

Finanzas (MEF), mediante el aplicativo SIAF, en el Gráfico 1 se observa la evolución 
presupuestal por toda fuente de financiamiento del año 2005 al año 2021, en referencia 
al Presupuesto Institucional Modificado (PIM). Ahora bien, considerando que el PIM es 
el presupuesto actualizado de la entidad pública a consecuencia de las modificaciones 
presupuestarias efectuadas durante el año fiscal a partir del Presupuesto Institucional 
de Apertura (PIA), la recta de tendencia es positiva, pasando de 3,93 mil millones de 

soles a 8,29 mil millones de soles. Sin embargo, se debe analizar dicho comportamiento 

en base a genéricas de gasto para una mejor apreciación.
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Gráfico 1. Situación presupuestal del Pliego Defensa 2005-2021 (PIM) / Fuente: Elaboración propia 

con datos del MEF-SIAF

Por otra parte, en el Gráfico 2 se observa cómo está compuesto el presupuesto del 
Pliego Defensa del año 2010 al 2021, por genérica de gasto. 

Gráfico 2. Situación presupuestal del Pliego Defensa 2010-2021 Genérica de gasto (composición % 
PIM) / Fuente: Elaboración propia con datos del MEF-SIAF

Al respecto, en dicho Gráfico se aprecia que el nivel de composición porcentual de 
la Genérica de Gasto 2.1 (Personal y Obligaciones Sociales: Gastos generados por 

concepto de remuneraciones, contribuciones por leyes sociales, capacitación y otros 

beneficios y gastos incurridos a favor del personal activo con vínculo laboral, así como 
las dietas de Directorio.10) tiene una tendencia positiva en base al PIM de cada año 

fiscal, incrementándose del 31% al 47%. Asimismo, el nivel de composición porcentual 
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de la Genérica de Gasto 2.2 (Pensiones y Otras Prestaciones Sociales: Gastos por 

el pago de pensiones a cesantes y jubilados del sector público, prestaciones a favor 

de los pensionistas y personal activo de la administración pública, asistencia social 

que brindan las entidades públicas a la población en riesgo social.11) ha tenido un 

comportamiento casi estable en referencia al PIM otorgado, manteniéndose entre 18% 
el año 2010 al 16% el año 2021. Similarmente, el nivel de composición porcentual de la 
Genérica de Gasto 2.3 (Bienes y Servicios: Gastos por la adquisición de bienes para el 

funcionamiento institucional y cumplimiento de funciones) ha tenido una tendencia 

negativa en base al PIM de cada caño fiscal, reduciéndose del 31% el año 2010 al 20% el 
año 2021. Finalmente, el nivel de composición porcentual de la Genérica de Gasto 2.6 
(Adquisición de activos no financieros: Gastos por las inversiones en la adquisición de 
bienes de capital que aumentan el activo de las instituciones del sector público. Incluye 

las adiciones, mejoras, reparaciones de la capacidad productiva del bien de capital y 

los estudios de inversiones) ha tenido un comportamiento de tendencia negativa en 

referencia al PIM otorgado, decreciendo entre 19% el año 2010 al 6% el año 2021. 

Por otra parte, estableciéndose como línea base el año 2010 para analizar el 
comportamiento presupuestal del Pliego Defensa hasta el año 2021, se observa que la 
tendencia es positiva con un promedio de incremento presupuestal del 36% por toda 
genérica de gasto, tal y como se muestra en el Gráfico 3. 

Gráfico 3. Situación presupuestal del Pliego Defensa 2010-2021 - Línea base 2010 / Fuente: 

Elaboración propia con datos del MEF-SIAF

Asimismo, en el Gráfico 4 se puede observar el comportamiento presupuestal del año 
2010 al año 2021 por genérica de gasto.
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Gráfico 4. Situación presupuestal del Pliego Defensa 2010-2021 - Genérica de gasto / Fuente: 

Elaboración propia con datos del MEF-SIAF

Igualmente, se puede establecer otra perspectiva en el análisis presupuestal del Pliego 
Defensa si se establece como línea de base el año 2016, tal y como se aprecia en los 
Gráficos 5 y 6.

Gráfico 5. Situación presupuestal del Pliego Defensa 2016-2021 -  Línea base 2016 / Fuente: 

Elaboración propia con datos del MEF-SIAF
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Gráfico 6. Situación presupuestal del Pliego Defensa 2016-2021 - Genérica de Gasto / Fuente: 

Elaboración propia con datos del MEF-SIAF

Todos estos cambios presupuestales en el Pliego Defensa produjeron varias situaciones. 

Primero, el incremento de presupuesto en el pliego desde el año 2010 tiene un 
promedio ascendente del 39%, mientras que desde el año 2016 tiene un promedio 
decreciente del 2% en referencia de dicho año hasta el 2021. Segundo, la composición 
por genérica de gasto del PIM promedio porcentual, del año 2010 al año 2021, muestra 
que la tendencia de la genérica Personal y Obligaciones Sociales y Pensiones y Otras 

Prestaciones Sociales representan el 53% del presupuesto; sin embargo, del año 2016 
al año 2021, hay un incremento que representa el 59% del presupuesto. Tercero, la 
composición por genérica de gasto del PIM promedio porcentual, del año 2010 al 
año 2021, muestra que la tendencia de la genérica Bienes y Servicios, y Adquisiciones 
de Activos No Financieros representan el 38% del presupuesto; no obstante, del año 
2016 al año 2021, existe un cambio y representa el 30% del presupuesto. Cuarto, el 
decreciente presupuesto en el pliego desde el año 2016, en un 8% al año 2021. Quinto, el 
comportamiento de la genérica de gasto Personal y Obligaciones Sociales desde el año 

2010 se incrementó a un promedio del 74%, Pensiones y Otras Prestaciones Sociales 
se incrementó a un 23%, Bienes y Servicios decreció a un 5%, así como Adquisición de 
Activos No Financieros incremento a un 12%.
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Con estos datos se observa que tanto las genéricas de gasto de bienes y servicio 

como la de adquisición de activos no financieros tuvieron caídas presupuestales 
radicales desde el año 2010 (a excepción del año 2015), resaltando que la asignación de 
presupuesto en dicha genérica para el año 2021 es la más baja de todas, con solo S/. 
1,630’406,051.00. Similar situación se aprecia para la genérica de gasto de adquisición 
de activos no financieros, registrando su peor asignación presupuestal con S/. 
479’054,895.00 para el año 2021.

Resulta indiscutible reconocer que las capacidades de las Fuerzas Armadas peruanas 
han cumplido un papel clave cada vez que el país se ha visto afectado por alguna 

calamidad; sin embargo, el desarrollo y mantenimiento de estas capacidades requieren 

de una adecuada asignación presupuestal por parte del Gobierno a fin de que las 
Instituciones Armadas puedan cumplir eficazmente los diversos roles estratégicos 
asignados por el Estado peruano.  

Conclusiones 

Con la COVID-19 se enfatizaron no solo las graves deficiencias del Sistema de Salud 
peruano, sino también la necesidad de trabajar de manera más articulada entre las 
instituciones, ministerios, gobiernos y poderes del Estado peruano. Para el Ministerio 

de Defensa y sus diversas unidades ejecutoras continúa siendo un reto el tener que 

cumplir con las continuas demandas del Gobierno y de la población a fin de tratar de 
contrarrestar los efectos de la COVID-19, principalmente por el escaso presupuesto 

que se les viene asignando en los últimos años. Asimismo, la situación presupuestal del 

Pliego Defensa por toda fuente de financiamiento desde el año 2005 al año 2021 tuvo una 
tendencia positiva, pasando de 3,93 mil millones de soles a 8,29 mil millones de soles, 

por lo que se concluye que hay una correlación directa con la situación económica del 

país. Sin embargo, el Pliego Defensa solo dispone del 35% de su presupuesto anual 
para cumplir los roles estratégicos asignados por el Estado peruano, ya que casi el 

65% de dicho presupuesto se asigna al pago de sueldos, pensiones y otras obligaciones 
sociales. 

Es aquí donde las diferentes unidades ejecutoras del Pliego Defensa enfrentan el reto 

de la administración financiera, presupuestal y logística para priorizar y ser eficientes 
en el gasto, así como para demostrar la transparencia de los procesos ante los órganos 

de control para luego recurrir con las diferentes demandas adicionales con el fin de 
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demostrar que la asignación otorgada es insuficiente para hacer frente a los roles que 
le asigna el Estado peruano. Resulta necesario recalcar que las Fuerzas Armadas –en 
todo momento- deben cumplir eficazmente el mandato constitucional de garantizar 
la independencia, la soberanía y la integridad territorial, sin dejar de mencionar las 

actividades en apoyo al orden interno, al desarrollo nacional, a la política exterior del 

Estado y al SINAGERD, para ello necesitan la asignación adecuada de recursos por 
parte del Gobierno peruano.
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Iniciativa de “la Franja y la Ruta” en 
el Perú: Impacto, oportunidades y 
retos

Mario Caceres Solis

Resumen

La “Iniciativa de la Franja y la Ruta” (IFR) constituye una de las más importantes 
estrategias de la República Popular China (RPC) para lograr la hegemonía económica 
y el liderazgo mundial. En la actualidad, muchos países -entre ellos el Perú- negocian 
y coordinan su ingreso y participación en este proyecto a fin de obtener beneficios para 
sus ciudadanos; sin embargo, la asimetría existente obliga a estar mejor preparados para 
generar beneficios tangibles. Al respecto, en este artículo se presenta una evaluación de los 
impactos, oportunidades y desafíos que tendrá el Perú ante lo que significa su participación 
en la IFR, marcando pautas para la obtención de resultados esperados en un entorno 
global de crisis y necesidades, así como de pugnas entre los Estados Unidos y la RPC por 
el liderazgo económico. Para ello, se ha obtenido y analizado información diversa que ha 
permitido conocer tanto la magnitud del esfuerzo como las pretensiones globales chinas, 
interpretadas desde el punto de vista geopolítico.

El artículo proyecta una visión a futuro sobre cómo será el orden mundial a partir del 
ascenso de una nueva potencia económica en el Asia, desplazando el centro de gravedad 
mundial hacia dicha región, y cómo los países en desarrollo deben estar prevenidos y 
disponer de estrategias adecuadas para recibir grandes inversiones en infraestructura 

y otras áreas. La realidad nacional y el contexto actual muestran resultados no muy 
alentadores para el caso peruano, país que debe de asumir una posición clara con 
respecto a la necesidad de obtener las mayores ventajas de la IFR; de esta manera, se 
evitará repetir experiencias negativas de bonanza falaz y crecimiento sin desarrollo.

Palabras clave: Impacto, intereses nacionales, hegemonía, geopolítica, desafío.
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Abstract

The “Belt and Road Initiative” (BRI) is one of the most important strategies of the People’s 
Republic of China (PRC) to achieve economic hegemony and world leadership. Currently, 
many countries, including Peru, are negotiating and coordinating their entry and 
involvement in this project in order to obtain benefits for their populations; however, the 
existing asymmetry makes it necessary to be better prepared to generate real benefits. In 
this sense, this article presents an assessment of the impacts, opportunities and challenges 
for Peru in terms of its participation in the IFR, setting guidelines for obtaining the 
expected results in a global environment of crises and needs, as well as struggles between 
the United States and the PRC for economic leadership. To this end, we have obtained and 
analyzed information from different approaches that have allowed us to understand both 
the magnitude of the effort and China’s global pretensions, interpreted from a geopolitical 
point of view.

The article provides a future vision of what the world order will be like with the rise of a 
new economic power in Asia, shifting the world’s center of gravity to that region, and how 
developing countries should be prepared and have adequate strategies in place to receive 
large investments in infrastructure and other areas. The national reality and the current 
context do not show very encouraging results for the Peruvian case, a country that should 
take a clear position regarding the need to obtain the greatest advantages from the IFR, 
in order to avoid repeating negative experiences of false bonanza and growth without 
development.

Keywords: Impact, national interests, hegemony, geopolitics, challenge.

Introducción

En los últimos años, reconocidos analistas anuncian la proximidad de un cambio 

en el orden internacional, plasmado a través del ascenso de la República Popular 
China (RPC) y de la constante disminución del poder relativo de los Estados Unidos, 
ya que este último viene mostrando mayor dedicación a problemas internos y una 

actitud proteccionista1. Precisamente, la “Iniciativa de la Franja y la Ruta” (IFR) es 
una de las más notorias muestras del incremento de poder e influencia de la RPC, 
concentrándose en la cooperación y el desarrollo de infraestructura a nivel mundial. 
Dicha iniciativa se ha posicionado como una de las más importantes estrategias de 
política exterior china y el proyecto insignia de la administración del presidente Xi 
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Jinping, la cual -pese a tener opiniones contrapuestas y muy polarizadas- despierta 

el interés generalizado por parte de los países en recibir estas inversiones, a pesar 

de involucrar de igual manera una serie de riesgos que deben ser analizados y 

minimizados2.

A la fecha, esta iniciativa comprende 138 países y 30 organizaciones internacionales, 
por lo que un conocimiento más profundo de esta estrategia china y de lo que 
involucra servirá para capitalizar las oportunidades que presenta. En ese sentido, se 
debe reconocer que cualquier iniciativa de esta magnitud no podrá tener un impacto 
significativo en los intereses del Perú sino se logran implementar aquellas condiciones 
mínimas para que los beneficios se vean reflejados en el desarrollo y el bienestar de la 
población. Por ello, el análisis del impacto, las oportunidades y los retos que presenta 
la IFR deberán ser abordados con cautela, privilegiando siempre los intereses del 
país.

En este artículo se analizan las posibles consecuencias que traerá consigo la IFR para 
esta parte del mundo y, en especial, para el Perú. Asimismo, se presentan algunas 

propuestas o lineamientos a emprender para que los impactos y oportunidades tengan 

un efecto positivo en el desarrollo del país, mitigando cualquier efecto respecto a 

la Seguridad Nacional. Para ello, inicialmente, se expondrán los antecedentes de la 
IFR y los alcances estratégicos de su implementación en Asia y en otras regiones de 
influencia. Seguidamente, se mostrarán algunos planteamientos y teorías geopolíticas 
que sustentan las razones de la implementación de la IFR en esta zona geográfica. 
Finalmente, se analizará la situación regional y local con respecto a la IFR y el contexto 
actual en las relaciones comerciales para precisar su impacto en el país desde la 

perspectiva de los intereses nacionales.

Antecedentes y diseño de la IFR

El Plan Marshall, que en la década de los cincuentas logró la recuperación de Europa 

brindándole adecuados niveles de desarrollo y bienestar, es –quizás- una de las 
iniciativas de gran impacto que se puede comparar con la IFR debido a la magnitud 
de las inversiones proyectadas y la cantidad de población involucrada. Guardando las 

distancias, el Plan Marshall presentaba objetivos políticos claros ante el avance del 

comunismo soviético; por lo tanto, una de las principales diferencias con la IFR es que 
esta última privilegia los objetivos económicos por sobre las coincidencias políticas 
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con los países involucrados, respetando la situación política y el tipo de gobierno de 

cada país participante3.

En el año 2013, el presidente chino Xi Jinping pronunció un discurso durante su visita 
a Kazajistán, manifestando que la forma de pensar en el mundo cambiaría e invitando 
a los países del centro de Asia a trabajar innovadoramente con la RPC para construir 
un cinturón económico con el objetivo de consolidar vínculos de cooperación y 

desarrollo4. Lo que Xi Jinping expresó ese día fue la proclamación oficial del proyecto 
de la “Ruta de la Seda”, que más tarde se consolidó como la IFR. Esta propuesta está 
basada en la conexión y la conectividad; para ello, las vías terrestres y marítimas deben 

consolidarse como grandes ejes o corredores económicos, sin dejar de lado la vía aérea. 

Por esta razón, el plan proyectado define diversos medios (ferrocarriles, carreteras, 
transporte marítimo, aviación, tuberías y una red informática integrada y aeroespacial) 
mediante los cuales se estructura el objetivo de la conectividad de infraestructura5. 

Adicionalmente, se contemplan corredores por donde se implementarán los medios 
descritos anteriormente, entre los que destacan el corredor económico denominado 

Puente Terrestre Euroasiático (que unirá la Gran China con Europa en un tramo 
continuo), el corredor económico China-Mongolia-Rusia, el corredor económico 
China-Asia Central-Asia Occidental, el corredor económico China-Península de 

Indochina, y el corredor económico Bangladesh-China-India-Myanmar. Asimismo, 

se prevé un corredor adicional, aún en estudio, denominado la Ruta Polar de la Seda, 
el cual pretende llegar al norte de Europa a través del eje marítimo que bordea todo 

el norte de Rusia y que limita con el Ártico, ya que en los meses de verano –debido 
también al calentamiento global- se habilita el acceso de embarcaciones de carga6.

De esta manera, la RPC lograría conectarse con el mundo, ofreciendo un control 
efectivo que brinde la tranquilidad y fluidez a su producción. Lo interesante de 
este gran sistema que unirá Asia y Europa es que la inversión que China ha previsto 
realizar para su implementación tiene un efecto de retorno en el tiempo. Es decir, los 

acuerdos permiten recuperar -de manera gradual y efectiva- todas las inversiones 

en infraestructura que las empresas chinas ejecuten a lo largo de los corredores, no 

afectando la economía de la RPC. Por consiguiente, las grandes empresas chinas, 
principalmente del rubro construcción, ya están preparadas para esta tarea, 
generando riqueza para China de acuerdo al ritmo de avance del proyecto. Sin lugar 

a duda, la IFR es un negocio rentable. 
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Construyendo una nueva hegemonía

Diversos especialistas manifiestan que la IFR debe ser observada como una iniciativa 
hacia el exterior y una estrategia para el interior de la RPC7. Al respecto, la zona interior 

de China es la zona menos beneficiada por el crecimiento económico habido en el 
país, identificándose una menor industrialización y una baja densidad poblacional 
para los promedios chinos. A esto se agrega una geografía accidentada que la aleja 

aún más de las zonas de mayor desarrollo en la costa8. En ese sentido, el gobierno de 

la RPC ha formulado planes para la reactivación del interior del país y se estima que 
la IFR será el motor que active el desarrollo a través de los corredores económicos, 
disminuyendo las inquietudes étnicas y socio económicas. De esta manera, serán las 
industrias de la zona interior de China las encargadas de la producir los artículos y 

bienes que requerirán sus vecinos cercanos y Eurasia en los próximos años, tratando 
de interpretar el pensamiento de Xi Jinping cuando se refirió a tener otra mirada del 
mundo a partir de la implementación de la IFR.

Los beneficiarios directos de esta iniciativa son todos los países que participen, 
siempre y cuando se adapten rápidamente a esta avalancha de inversiones; asimismo, 
la RPC ha previsto todo y avanza en un proceso de potenciación de sus capacidades 
militares, ya que el soporte de seguridad es fundamental puesto que la economía 

-por sí sola- no asegura el éxito, debiendo brindarle las condiciones de protección 

para que se desenvuelva con confianza. China aparece en el contexto internacional no 
por coincidencia ni coyuntura, sino por el trabajo de proyección estratégica que fue 

definida por Deng Xiaoping en la década de los setentas y que ha sido escrupulosamente 
continuada por los subsiguientes presidentes de la RPC.

La participación de los países en la IFR debería ser entendida como una búsqueda de 
mayores márgenes de autonomía y -por ende- el reemplazo de los socios tradicionales 
como Estados Unidos y Europa9. En ese sentido, la RPC busca reducir la dependencia 
estadounidense de los países participantes en la IFR, desarrollando una hegemonía 
económica y -con el tiempo- asegurando la dependencia china no solo de los países 

de América Latina sino, también, de una gran cantidad de países a nivel mundial. Al 
respecto, Robert Cox, un eminente analista político canadiense, define a la hegemonía 
económica como la capacidad de un Estado de conseguir una amplia aceptación de 

principios generales, los cuales aseguran la supremacía y -al mismo tiempo- ofrecen 

perspectivas de satisfacción para los Estados menos poderosos10.
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De acuerdo con las “Perspectivas y Acciones para la IFR” definidas en la Comisión 
Nacional de Desarrollo y Reforma11, la IFR se desarrolla bajo diversos principios 
básicos, todos ellos alineados con los propósitos y principios de la Carta de las Naciones 
Unidas: apertura a la cooperación, armonía e inclusividad, dinámica de mercado y 
la búsqueda de beneficios mutuos12. De esta manera, en el contexto internacional 

se viene construyendo una presencia más fuerte por parte de la RPC en el campo 
económico, lo que se presume será el soporte que sustente posibles avances en otros 
campos como el militar, el político y hasta el cultural, lo cual no se debe obviar.

Se consolida una periferia mundial

Joseph Nye, ilustre politólogo americano, elaboró una relación de las grandes 

hegemonías a lo largo de la historia. Esta relación se inicia a partir del siglo XVI con 
el poderío de España para luego ser desplazada por Holanda en el siglo XVII y esta, 
a su vez, por Francia en el siglo XVII. Posteriormente, en el siglo XIX, Inglaterra se 
consolida como una gran potencia debido a su poder naval, ejerciendo un control 

en el comercio mundial; seguidamente y al término de la Segunda Guerra Mundial, 

Estados Unidos se consolida como la primera potencia, iniciándose una pugna con 
su rival político, la Ex Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, quien encontró su 
colapso en la carrera por alcanzar y desplazar a los Estados Unidos13. 

En la actualidad, se aprecia una pugna mundial entre los Estados Unidos y la RPC, 
la misma que incluye la carrera por conquistar la valorada región de Eurasia, que 

alberga el 75% de la población mundial y concentra la mayor parte de la riqueza física 
del mundo. Sin embargo, si bien es conocido el objetivo, las formas de obtenerlo son 

diferentes en su aplicación para cada país. En ese sentido, Estados Unidos estaría 

poniendo en práctica aun, las ideas de Alfred Mahan, historiador y estratega naval 
estadounidense, las cuales dan prioridad al control de las rutas marítimas, mientras 

que la RPC estaría aplicando las ideas del geógrafo, académico y político inglés, Halford 
John Mackinder, buscando -a través de la IFR- una mayor influencia en Eurasia para 
contrarrestar el poder marítimo estadounidense, garantizando con ello un rápido 
acceso a cualquier parte del mundo14.

La teoría del heartland de Mackinder plantea que aquel Estado que controle Eurasia, 
heartland o “área pivote”, controlará el resto del mundo: “Quien gobierna Europa del 

Este domina el heartland; quien gobierna el heartland domina la Isla del Mundo; quien 
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gobierna la Isla del Mundo domina el Mundo”15. En efecto, el diseño de la IFR orienta todo 
su esfuerzo geopolítico y geoestratégico hacia la región de Eurasia, a través de una 

penetración del comercio de sus productos y de la construcción de infraestructura 

para su conexión. De esta manera, China ejercería una hegemonía sobre dos de los 

principales continentes del mundo: Europa y Asia, conformándose un anillo interior 
entre África, la zona del medio oriente, los países del sur de Asia y Oceanía. No obstante, 
¿dónde se ubica América? La lógica indica que se constituirá en el anillo exterior de 
la gran isla mundial; es decir, que en los próximos años la periferia del mundo será 
América, incluyendo a su principal integrante, los Estados Unidos.

La completa implementación de la IFR podría generar un cambio del centro de gravedad 
mundial y una nueva forma de funcionar globalmente, para lo cual es necesario 

analizar todas las estrategias que permitan que la nueva “periferia mundial” logre 
aprovechar el desarrollo del cual, probablemente, gozarán los países del otro lado del 
mundo. En ese sentido, los países latinoamericanos deben generar las condiciones y 

adoptar las medidas que les permitan la industrialización a través de los beneficios de 
la IFR, ya que –de lo contrario- tendrán que seguir conformándose con ser la fuente 
de materias primas mundial, aprovechando en menor medida y de modo más lento 
todas las ventajas que presenta esta ambiciosa iniciativa.

La IFR y el impacto en los intereses del Perú

El análisis de la situación comercial es fundamental para comprender la importancia 
que representa la RPC para el Perú ya que, actualmente, es no solo su mayor socio 
comercial, sino también su principal inversionista, especialmente en el sector minero. 

No obstante, esto tiene una explicación: China necesita materias primas y el Perú 

es una fuente importante de estas, especialmente minerales y alimentos. Si bien es 

cierto que las condiciones favorables establecidas bajo el amparo de la Constitución 

Política del Perú fomentan las inversiones con una diferencia cualitativa con respecto 

a nuestros vecinos, la importancia que tiene el Perú para la RPC se resume en ser una 
fuente de materias primas.

Sin embargo, las inversiones chinas en el Perú se vienen diversificando y ahora incluyen 
las inversiones en infraestructura portuaria a gran escala, habiéndose identificado 
que las áreas de Chancay, al norte de Lima, y de Corío, en la región Arequipa, tienen 
un fuerte potencial para la construcción de mega puertos. Por un lado, la creación de 
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infraestructura portuaria es vital para los intereses chinos ya que permite la salida de 

materias primas de manera más fluida, reduciendo costos al centralizar las cargas 
en embarcaciones de gran capacidad. Por otro lado, la posición geográfica del Perú 
-central y occidental en la costa del Pacífico-, facilita el ingreso de los productos chinos 
para su distribución desde puertos Hub hacia las principales ciudades de Sudamérica, 

utilizando para ello vías terrestres, aéreas o marítimas a puertos menores.

Actualmente, a manera de ejemplo, la elección de un puerto de ingreso y la inversión 

en infraestructura viene dándose en el puerto de El Pireo, en Grecia, el cual se 
constituirá en la puerta de ingreso de la producción china a Europa. En ese sentido, 
la construcción del Puerto de Chancay es un proyecto que ha venido ejecutándose 
con retrasos, principalmente por la pandemia; en el caso de Corío, aún se mantiene 

en fase de proyecto en espera de la decisión política que permita su implementación. 

Indudablemente, estos nuevos puertos facilitarán la descentralización y constituirán 
ejes de desarrollo regional los cuales, junto al puerto de El Callao, impulsarán el 
acercamiento a China.

Como se ha mencionado, la minería es la principal atracción por parte de la RPC y uno 
de los motivos por el cual orienta su mirada al Perú. Por ello, la RPC ha realizado la 
más grande inversión minera en el país, al comprar por cinco mil millones de dólares 
el Proyecto Mineros de cobre “Las Bambas”, en el año 2014. Asimismo, en cuanto a 
inversiones futuras, existen proyectos de construcción de redes ferroviarias que 

enlacen el continente sudamericano, lográndose una conexión interoceánica entre el 
Pacífico y Atlántico. Por lo tanto, es importante que los gobernantes tomen decisiones 
favorables y oportunas para atraer las inversiones chinas. En esa dirección, la IFR debe 
engancharse con los proyectos ya propuestos por la RPC en el Perú. Estas inversiones 
son de interés mutuo y crearán polos de desarrollo que impulsarán el crecimiento 
económico del país.

No obstante, las relaciones del Perú con la RPC aún se muestran desarticuladas. 
En la actualidad, el Ministerio de Comercio Exterior y Turismo y el Ministerio de 

Relaciones Exteriores asumen la responsabilidad de generar interés con reglas claras 
de inversión, pero esto no es suficiente. El compromiso debe de involucrar a diversos 
sectores de la sociedad, desde el académico hasta la población en general, quienes 

deben comprender lo que la RPC representa para el futuro del mundo y del Perú, pero 
también comprender los riesgos implícitos en estas inversiones.
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El desafío para el Perú

La RPC requiere de un centro de comercio de escala mundial que le permita 
concentrar toda la producción regional para ser transportada y utilizada por sus 

industrias; asimismo, necesita de un lugar de ingreso con las condiciones y facilidades 

adecuadas que le den fluidez para mantenerse competitivo en el mercado, mediante 
el abaratamiento de los costos de fletes. Esta es una oportunidad que el Perú no debe 
dejar pasar. Sin embargo, el aprovechamiento de los beneficios de la IFR en el Perú 
debe incluir a la población, principalmente a la del interior del país. Para ello, es 

imprescindible el desarrollo de corredores económicos que lleven el progreso a la 

población de la sierra y de la selva del país.  

En ese marco, la RPC ha abierto las posibilidades del beneficio mutuo, por lo que el Perú 
debe desarrollar una “estrategia país” que le permita materializar el impacto deseado, 
no debiendo limitarse a la extracción de materias primas y al ingreso de manufacturas 

a bajo costo -que destruirán la industria nacional-, sino dando los pasos requeridos 
para revertir un comportamiento de país primario exportador. Por ejemplo, Costa 

Rica constituye un caso especial de aprovechamiento de la inversión china: la anterior 

especialización primario-exportadora dio paso a una especie de “maquina inteligente” 
centrada en la producción de partes y piezas de equipos electrónicos, insumos médicos 
y aeronáuticos, una especialización basada en la manufacturación de bienes con alto 
valor agregado inducidos por “cadenas globales de valor” determinada por las grandes 

potencias16.

Lo que la RPC ha iniciado con sus vecinos a lo largo de los corredores económicos 
de la IFR en Asia, lo experimenta con Costa Rica al conferirle una estructura no 
primarizada, sino secundarizada: una industria subsidiaria, dependiente del capital 

extranjero, convertida en una plataforma de exportación y desligada por primera 

vez de un desarrollo agrario nacional17. En esta parte del mundo, las condiciones y 

beneficios no cubren las expectativas de lo que la RPC aspira, por lo que la opción 
costarricense viene a convertirse en una alternativa de solución, tratando –en todo 

momento- de evitar una dependencia económica.

Este es el verdadero desafío que deberá enfrentar el Perú: evitar la dependencia 
económica que ponga en peligro la Seguridad Nacional y que límite su soberanía. 

Para ello, no solo se debe impulsar la diversificación de inversiones en el Perú sino, 
también, concientizar a la población sobre la gran oportunidad que se presenta. En 
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ese sentido, la imagen del país requiere ser trabajada con el compromiso de todos, 

porque es el respaldo que tiene un país como sustento en un mundo globalizado y 

competitivo. Asimismo, la conflictividad social, la inestabilidad política y la corrupción 
imperante definitivamente no ayudan en la construcción de una imagen de país con 
opciones de crecimiento.

Conclusiones

Paso a paso, la RPC va consolidándose como una potencia económica y todo hace 
presagiar que es cuestión de tiempo para que desplace a los Estados Unidos por lo 

que, para países como el Perú, resulta indispensable desarrollar un Estado fuerte y 

construir una relación bien estructurada con la nueva potencia económica mundial. 

Al respecto, en el año 2009, el prestigioso economista estadounidense Michael 
Porter fue invitado al Perú en un momento en el que la economía nacional mostraba 

un crecimiento notable y continuo. A pesar de esto, en dicha visita, Porter apreció 

un Estado inexistente, poco sensible a las necesidades y apático para enfrentar los 
desafíos modernos. El experto economista esgrimió algunas ideas con respecto a 

la situación del Perú y su solución, mencionando -en esa ocasión- que las causas 

del problema peruano son estructurales, con un Estado sin capacidad de gestión 

y no acorde con los requerimientos y necesidades de su población, además de una 
ausencia de autocorrección18. La situación descrita le exige al país la construcción 
de un orden político funcional, moderno e inteligente, que permita el crecimiento 

económico en un ambiente de libertad y de prevalencia legal; es decir, un Estado 

fuerte, en donde se exija y se practique el cumplimiento de la ley y la rendición de 

cuentas.

Actualmente, el Perú adolece de una política efectiva de competitividad, presentando 

una economía sin rumbo definido. El Estado es incapaz de promover la generación 
de riqueza y, mucho menos, de cumplir con su eficiente distribución.  Asimismo, se 
padece de un atraso en la creación de tecnología, lo cual es sumamente grave ya que 

este aspecto constituye el motor de cambio de un modelo económico a otro. Aun 

así, la RPC no dejará de ingresar al Perú por su necesidad de materias primas y su 
capacidad de inversión; pero, se debe tener en cuenta que dicho ingreso no viene 

necesariamente a crear industrias o empresas, sino a comprar negocios ya existentes 

e invertir para la obtención de mayores ganancias.
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La participación del Perú en la IFR no asegura -por si sola- que pase a ser un país del 
primer mundo. A pesar de que lo niveles de pobreza monetaria puedan reducirse, 

el ordenamiento es primordial ya que la informalidad no necesariamente significa 
emprendimiento19. El objetivo del ingreso del Perú a la IFR debe enfocarse en disminuir 
las diferencias sociales y las brechas económicas que arrastra de manera estructural 

desde su nacimiento como República. La búsqueda de un enfoque integral para 
generar un mayor desarrollo ha de darse en base a la adopción concertada de medidas 

y acciones que garanticen la efectividad de las estrategias para que las necesidades de 

la población sean atendidas.

Al fin y al cabo, todos los esfuerzos se deben orientar a alcanzar el tan ansiado 
bienestar de la sociedad, a través del desarrollo en un ambiente de plena seguridad 

para el Estado, la sociedad y los individuos20. De no identificarse claros resultados 
por alcanzar, a través de medios y procedimientos, no será posible la implementación 
de actividades que impliquen la mejora de los niveles de vida de la población. Por 

consiguiente, la política definida con respecto a la implementación de la IFR en el 
Perú debe basarse en las aspiraciones de la colectividad, cautelándose siempre los 
intereses nacionales al ser estos irrenunciables.
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Los intereses peruanos y la “Iniciativa 
de la Franja y la Ruta”

Miguel Estrada Terrones

Resumen

En este artículo se analiza la importancia de la inclusión del Perú en la gran iniciativa de 
infraestructura y conexión vial denominada “la Franja y la Ruta”, lanzada por la República 
Popular China (RPC). Esta iniciativa pretende unir al mundo a través de una serie de 
proyectos que integre a los países de Asia y Europa con los países de América Latina, África 
y Oriente Medio. Este proyecto prevé, en esta parte del continente, la construcción de 
nuevos puertos, vías ferroviarias, ejes viales de carreteras, terminales y centros logísticos, 
para lo cual la RPC se convertiría en el principal financista de estas obras, promoviendo 
acuerdos con los Estados involucrados. En este contexto de desafíos y dada la importancia 
de estas obras, el Perú enfrenta la necesidad de consolidar el financiamiento de dos 
grandes proyectos: “el ferrocarril bioceánico entre Perú y Brasil” y “el megaproyecto de 
tren ferroviario Panamericano Norte”. En ese sentido, en este artículo se pretende llamar 
la atención del lector sobre este importante tema, toda vez que el Perú -al ser un país 
que requiere de grandes inversiones para desarrollar sus principales infraestructuras- 
deberá analizar y minimizar los riesgos asociados a su involucramiento en esta ambiciosa 
iniciativa de la RPC.

Palabras clave: Iniciativa de la Franja y la Ruta, la nueva Ruta de la Seda, Infraestructura, 
comercio exterior, cambios geoeconómicos y geopolíticos.

Abstract

This article analyzes the importance of Peru’s inclusion in the major infrastructure and 
road connection initiative called “the Belt and Road”, launched by the People’s Republic 
of China (PRC). This initiative aims to unite the world through a series of projects that 
integrate the countries of Asia and Europe with the countries of Latin America, Africa 
and the Middle East. This project foresees, in this part of the continent, the construction 
of new ports, railways, highways, terminals and logistics centers, for which the PRC would 
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become the main financier by promoting agreements with the participating countries. In 
this context of challenges and given the importance of these works, Peru faces the need to 
consolidate the financing of two major projects: “the bioceanic railroad between Peru and 
Brazil” and “the Pan-American North railroad megaproject”. In this sense, this article is 
intended to draw the reader’s attention to this important issue, since Peru, being a country 
that requires large investments to develop its main infrastructure, should analyze and 
minimize the risks associated with its involvement in this ambitious initiative of the PRC.

Keywords: Belt and Road Initiative, the new Silk Road, Infrastructure, foreign trade, geo-
economic and geopolitical changes.

Introducción

El Politólogo Alemán Dietmar Dirmoser, encargado del departamento de Asia Central 
y Cáucaso Sur de la Fundación Friedrich Ebert en Berlín, señala que la “Iniciativa de 
la Franja y la Ruta” (IFR) –cuyo nombre retrotrae a la antigua Ruta de la Seda- podría 
derivar en fuertes cambios geoeconómicos y geopolíticos, ya que al ser redactado 

con ambigüedad para reducir las susceptibilidades, el megaproyecto comprende el 

desarrollo de una serie de corredores económicos mediante grandes inversiones en 

infraestructura. De este modo, la República Popular China (RPC) se aventura en un 
nuevo enfoque de su política exterior que busca recuperar el “sueño chino”, superando 
totalmente la etapa de la “humillación nacional”1. 

Por un lado, los “grandes objetivos” de la RPC en su desafiante política exterior 
son: (1) Implementar infraestructuras como nuevos puertos, vías ferroviarias, 

rutas terrestres, terminales, centros de logística y abastecimientos, (2) Posicionar a 

China como principal financista de grandes obras que permitan el desplazamiento 
de las exportaciones e importaciones (por ejemplo, con Kazakstán que alcanzan 
una inversión de 23.000 millones de dólares), (3) Fortalecer la Visión de los países 
involucrados, al dimensionar el proyecto como un plan de desarrollo integral de 

toda la región implicada, que incluye la integración financiera con la expansión de 
acuerdos monetarios sin utilización del dólar, (4) Internacionalizar la moneda del 

Yuan para facilitar el sistema cambiario en las transacciones comerciales.

Por otro lado, el Perú posee una Política Nacional de Competitividad (Objetivo 

Priorizado N° 7: Facilitar las condiciones para el comercio exterior de bienes y 
servicios)2 y un Plan Nacional de Infraestructura para la Competitividad, aspirando 
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a formar parte de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 

(OCDE). Sin embargo, es aquí donde surge el tema de la activación del transporte 

mediante ferrocarriles debido a que el desarrollo de los servicios ferroviarios del 

Perú está principalmente dirigido al transporte de carga, lo que, aunado a las difíciles 
características geográficas que presenta el Perú, incrementan los costos y dificultan 
alcanzar un mayor desarrollo ferroviario3.

A través de este artículo se pretende llamar la atención del lector sobre este asunto, 

toda vez que el Perú -al ser un país que requiere de grandes inversiones para 

desarrollar sus principales infraestructuras- deberá analizar y minimizar los riesgos 
asociados a su involucramiento en esta ambiciosa iniciativa internacional de la RPC. 

De la ruta histórica al megaproyecto de “la Franja y la Ruta”

En el año 1877, el geólogo alemán Ferdinand Von Richthofen acuñó el término de la 
“Ruta de la Seda”, al referirse a la ruta de transporte que conectaba China con Asia y 
Europa, estableciendo una conexión cultural entre Oriente y Occidente. Actualmente, 

la RPC pretende relanzar el uso de este término y aprovechar sus beneficios a 
través del megaproyecto denominado “la Franja y la Ruta”. Esta ambiciosa iniciativa 
pretende promover la cooperación y el desarrollo mediante la implementación de 

infraestructura, conectividad, inversión e impulso del turismo, entre otros.

En el libro sobre la IFR, el académico chino Wang Yiwei, Director de la Red Académica 
China Europa (CEAN), da a conocer un nuevo modelo regional de cooperación 

internacional en pleno siglo XXI. Este nuevo modelo permitiría el intercambio global 
de conocimiento y bienestar entre civilizaciones, promoviendo el progreso de la 

civilización humana y contribuyendo -en gran medida- a la prosperidad y al desarrollo 

de los países a lo largo de la Ruta de la Seda, impulsando la comunicación y cooperación 
entre Oriente y Occidente4. Sin lugar a duda, las inversiones en infraestructura y la 

conectividad para fortalecer el comercio son principios fundamentales de este gran 

desafío de la política china.

En el año 2013, el presidente chino Xi Jinping, recordando la antigua ruta que unía 
Oriente con Occidente, anunciaba la propuesta de la “Nueva Ruta de la Seda”; sin 
embargo, poco tiempo después, se presentaría un proyecto mucho más ambicioso 
denominado la IFR, una propuesta de globalización con características chinas. Al 
respecto, la visión del gigante asiático es liderar un mercado global con rutas terrestres 
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y marítimas que favorezcan su desarrollo y expandan su influencia a nivel mundial. 
No obstante, esta significativa propuesta origina validas dudas e interrogantes como, 
por ejemplo, ¿cómo podría modificarse el comercio internacional a partir de esta 
iniciativa? Una posible consecuencia sería que los países involucrados podrían acabar 

en un estado de fuerte dependencia de la economía China, lo que impactaría en sus 

decisiones de orden político, diplomático y militar.

En este contexto, la RPC será la principal financista de este proyecto, para lo cual 
ha dotado a los bancos chinos con capitales y regulaciones,  e incluso ha creado el 

“Banco Asiático para las Inversiones en Infraestructura” con la finalidad de promover 
estas inversiones. Ante estas posibilidades, países en vías de desarrollo, como el 

Perú, han mostrado su interés de sumarse a esta iniciativa y hacer realidad grandes 

megaproyectos de infraestructura vial y portuaria. 

Desafíos y oportunidades 

En materia de política exterior es importante mencionar el rol que cumple América 

Latina y su influencia en las decisiones de la RPC; particularmente, tras la publicación 
–en el año 2016- del Libro Blanco para América Latina, en el que China fijó una serie 
de lineamentos para su relación con los países de la región. Posteriormente, con 

motivo de la visita del Presidente Xi Jinping a Perú, Ecuador y Chile, en el año 2016, 
la RPC público su nuevo documento global para las Relaciones con América Latina 
y el Caribe, lo que ha despertado el interés de los países de la región por estrechar 

vínculos con el gigante asiático. En ese sentido, el Perú no es una excepción, tal y 
como lo diera a conocer BBC News Mundo, el 26 de abril de 2019, al informar que 
el Perú acababa de convertirse en el último país de América Latina en sumarse a la 
iniciativa de la Nueva Ruta de la Seda, pese a las advertencias de Estados Unidos sobre 
el aumento de la influencia de China en la región5. 

La IFR involucra la inversión de fondos chinos para la construcción de grandes 
proyectos de infraestructura en todo el mundo. En ese sentido, cabe destacar el 

megaproyecto del “Ferrocarril Bioceánico entre Perú y Brasil” que uniría el Puerto de 
Bayobar (en Piura, Perú) con el Puerto de Santos (en Sao Paulo, Brasil). Sin embargo, 

este no sería el único proyecto que despierte el interés de la RPC de invertir en el 
Perú, ya que existen otras interesantes propuestas como el megaproyecto del “Tren 
Ferroviario Panamericano Norte”6, presentado por el Ingeniero Peruano Dugald 
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McLlellan al Colegio de Ingenieros del Perú. Al respecto, el ingeniero McLlellan 
manifiesta que -de materializarse este proyecto ferroviario, que recorrería 2740 
kilómetros de la costa peruana (de Tumbes a Tacna)- se impulsarían las exportaciones 
y las importaciones, así como el desarrollo del turismo nacional, promoviendo 

la creación de más industrias de metal mecánica, incentivando la agroindustria, 
fortaleciendo el desarrollo industrial y creando nuevas áreas industriales a lo largo de 
todo su recorrido, paralelo a la Carretera Panamericana7.  

Johnny Montalvo, corresponsal de “China Hoy” en Perú, asevera que la IFR trata 
de impulsar las conexiones políticas, comerciales, de capitales y de personas entre 

Asia y Europa, por lo que reconstruir los lazos que históricamente contribuyeron a 

configurar el mundo actual a través del comercio y el intercambio de ideas está en la 
base del proyecto. Del mismo modo, a través de esta iniciativa, se busca hacer realidad 

el sueño chino del “renacimiento de la gran nación china”. En ese sentido, para el año 
2049, la RPC aspira a lograr la implementación de esta nueva ruta de integración y 

amistad entre los pueblos, conectando a una gran cantidad de países con China, pero 

también haciéndolos más dependientes del gigante asiático.

Es aquí donde países como el Perú deben desarrollar estrategias que les permitan 

contrarrestar los peligros o retos de establecer una fuerte dependencia con la RPC, 
ya que –tarde o temprano-  la dependencia económica influirá en las decisiones 
políticas, diplomáticas y militares del país.

Conclusiones

A la fecha, el Perú ha firmado dos importantes Memorándums de Entendimiento 
con la RPC para facilitar las inversiones y el desarrollo de infraestructura en este 
país sudamericano. El primero de ellos, firmado en mayo de 2015, incluye a Brasil 
y comprende el financiamiento del Megaproyecto del “Ferrocarril Bioceánico entre 
Perú y Brasil”; mientras que el segundo de ellos, firmado en abril de 2019, permite la 
incorporación del Perú a la IFR. Al respecto, resulta significativo resaltar el interés de 
la RPC de incorporar al Perú a esta gran iniciativa, pero también resulta importante 
destacar tanto la oportunidad que significa para el Perú el hecho de poder recibir 
inversiones que permitan materializar significativos proyectos de infraestructura, 
como los grandes peligros y retos que involucra el desarrollo de una fuerte y –quizás- 
inevitable dependencia económica de la RPC. 



Los intereses peruanos y la “Iniciativa de la Franja y la Ruta”

78

Miguel Estrada Terrones 

Coronel del Ejército de Perú, Magister en Gestión e Innovación Tecnológica por el Instituto Científico 

y Tecnológico del Ejército del Perú, Doctor en Psicología Educacional y Tutorial por la Universidad 

Nacional de Educación Enrique Guzmán y Valle. Realizó el Programa de Inteligencia Aeroespacial en la 

Escuela de Inteligencia de la Fuerza Aérea del Perú. Actualmente, se desempeña como jefe de la Oficina 

de Planificación Curricular del Centro de Altos Estudios Nacionales - Escuela de Posgrado y viene 

realizando la Maestría en Desarrollo y Defensa Nacional en dicho Centro. Sus áreas de interés son: 

desarrollo, seguridad y defensa nacional, gestión en innovación tecnológica y gestión pública.



Miguel Estrada Terrones

79

Notas Finales

1  Dietmar Dirmoser, “El mega proyecto de la nueva Ruta de la Seda:  La Gran Marcha china hacia 
el oeste,” Nueva Sociedad (no 270, julio - agosto de 2017), www.nuso.org, (consultado el 12 de mayo de 

2021).

2  Ministerio de Economía y Finanzas – Consejo Nacional de Competitividad y Formalización. (Ed), 

Objetivos Priorizados. Política Nacional de Competitividad y Productividad, (Lima: Enero 2019),aprobada 
por Decreto Supremo N° 345-2018-EF de fecha 31 de diciembre de 2018). https://www.mef.gob.pe/en/

politica-nacional-de-competitividad-y-productividad-documento-resumen., (consultado el día 14 de 

junio de 2021).

3  Ministerio de Economía y Finanzas, Plan Nacional de Infraestructura para La Competitividad 

(2019),  https://www.mef.gob.pe/contenidos/inv_privada/planes/PNIC_2019.pdf, (consultado el 14 de 

Junio de 2021).

4  Wang Yiwei, “iniciativa Franja y Ruta,” citado en C Villagrán, Ignacio. et al., La iniciativa la 

Franja y la Ruta: China una nueva estrategia geopolítica global (La Plata: Universidad Nacional de La 
Plata. Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, 2019), compilado por Laura Lucía Bogado Bordazar; 
María Francesca Staiano; Matías Caubet. Libro digital, 72,  https://www.iri.edu.ar/wp-content/

uploads/2019/07/libroRutaDeLaSeda2019.pdf (consultado el 14 de junio de 2021).

5  BBC News Mundo, “Los países de América Latina que forman parte de la Nueva Ruta de la Seda 
de China,” BBC News Mundo (26 de abril de 2019). https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-

latina-48071584.  (Consultado el 14 de junio del 2021).

6  Dugald Mc Llellan, “Megaproyecto Tren Ferroviario Panamericano Norte Lima Tumbes 1380 
Km,” conferencia al Colegio de Ingenieros del Perú, https://docplayer.es/88916016-Megaproyecto-
tren-ferroviario-panamericano-norte-lima-tumbes-km.html, (consultado el día 12 de mayo del 2021).

7  Dugald Mc Lellan,  Carta del Ingeniero al autor del artículo.



Esta página se dejó en blanco 

intencionalmente.



81

LA EVOLUCIÓN 
DE LAS 
AMENAZAS



Esta página se dejó en blanco 

intencionalmente.



Edson Riveros Alemán

83

El cambio climático y la Seguridad 
Nacional

Edson Riveros Alemán

Resumen

Los efectos negativos producidos por el aumento de temperatura en el planeta se vienen 
observando con mayor frecuencia e impacto en el Perú. El retroceso glaciar que está 
produciendo la disminución de agua para consumo humano -especialmente en las ciudades 
de la costa- y el incremento de la periodicidad del Fenómeno El Niño que impacta con 
excesivas lluvias en la costa norte del país y grandes sequias en la zona del altiplano sur son 
claros ejemplos de lo que viene sucediendo. Desde un enfoque de seguridad humana, estos 
hechos están afectando la vida y salud de las personas y comunidades. La seguridad humana 
está enmarcada en la seguridad nacional y subdividida en dimensiones relacionadas a la 
seguridad económica, alimentaria, de la salud, del medio ambiente, personal, comunitaria 
y política. La inacción del Estado en estas áreas origina el incremento de la pobreza, el 
hambre, las enfermedades, entre otros, siendo los más vulnerables los más afectados debido 
a su bajo nivel de desarrollo, menoscabando la seguridad de la nación. Por consiguiente, 
la Estrategia Nacional ante el Cambio Climático debe reflejar el compromiso del Estado 
peruano de actuar de manera integrada, transversal y multisectorial, cumpliendo los 
compromisos internacionales asumidos por el Perú e impulsando los esfuerzos de previsión 
y acción para adaptar los sistemas productivos y los servicios sociales ante los efectos 
negativos del cambio climático, los mismos que afectan la gobernabilidad del país.

Palabras Clave: Cambio climático, seguridad nacional, seguridad humana, aumento de 
temperatura, efectos, consecuencias, mitigación, adaptación.

Abstract

The negative effects produced by the increase in temperature on the planet are being 
observed with increasing frequency and impact in Peru. The glacial retreat that is 
producing the decrease of water for human consumption -especially in the cities of 
the coast- and the increase in the frequency of the El Niño Phenomenon that impacts 
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with excessive rains in the northern coast of the country and with great droughts in 
the southern highlands are clear examples of what is happening. From a human safety 
perspective, these events are affecting the life and health of people and the community. 
Human safety is framed within national security and subdivided into dimensions 
related to economic, food, health, environmental, personal, community and political 
security. The inaction of the Government in these areas leads to an increase in poverty, 
hunger, diseases, among others, with the most vulnerable being the most affected due 
to their low level of development, undermining the security of the nation. Therefore, 
the National Climate Change Strategy should reflect the Peruvian Government’s 
commitment to act in an integrated, cross-cutting and multisectoral manner, complying 
with Peru’s international commitments and promoting foresight and action efforts to 
adapt production systems and social services to the negative effects of climate change, 
which affect the country’s governance.

Keywords: Climate change, national security, human safety, temperature increase, effects, 
consequences, mitigation, adaptation.

Introducción

El cambio climático y sus efectos constituyen una de las principales preocupaciones 
a nivel mundial. El escenario que se presenta es cada vez más preocupante porque 
afecta directamente la vida humana y su incidencia se manifiesta de múltiples formas 
en el planeta. Los seres humanos en diferentes etapas de la historia y en interacción 
directa con diversos ecosistemas han sabido adaptarse y superar una amplia variedad 

de manifestaciones climáticas. No obstante, la humanidad experimenta fluctuaciones 
repentinas y anormales en las condiciones climáticas, lo cual pone en peligro las 
fuentes esenciales de la vida.  

Desde que empezó la revolución industrial, las actividades humanas han causado el 

incremento de la concentración de dióxido de carbono en la atmósfera, provocando 

patrones inusuales de cambio en el clima del planeta, los mismos que se evidencian 

en el incremento acelerado de la temperatura global, los cambios inesperados en 

los patrones de precipitación, los cambios en el nivel del mar, la acidificación de los 
océanos y el derretimiento de glaciares, entre otros. Al respecto, existen crecientes 

pruebas de que dichos cambios en el clima continuarán influyendo en la frecuencia 
de ocurrencia de eventos climáticos extremos como tormentas, olas de calor, sequías 
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e inundaciones. 

Ante esta amenaza, el Perú ha implementado políticas de Estado con la finalidad de 
incrementar conciencia, crear capacidad adaptativa y contribuir a la reducción de 

los gases de efecto invernadero. Sin embargo, no se están obteniendo los resultados 
esperados porque la contaminación es un problema global que afecta a la seguridad 

nacional, vista desde el enfoque de seguridad humana1.

Consecuencias del cambio climático en el Perú

En el Perú, los principales efectos del aumento de la temperatura global están 
asociados al retroceso glaciar o desglaciación, al aumento de la frecuencia e intensidad 

del Fenómeno del Niño y a la elevación del nivel del mar2. Por un lado, el principal 

efecto de la acumulación gradual de gases de efecto invernadero se está manifestando 
a través del retroceso glaciar, el cual afectará principalmente a las ciudades de la 
costa proyectándose que, para el año 2025, los glaciares del Perú por debajo de 
los 5,500 metros sobre el nivel del mar habrán desaparecido. Este hecho tendría 
consecuencias negativas sobre la disponibilidad del agua para consumo humano, 

procesos industriales y generación de energía por fuente hidroeléctrica. Por otro lado, 

el cambio climático produce un calentamiento de la capa superior del océano, lo que 
podría afectar la frecuencia e intensidad del Fenómeno del Niño, generando una gran 

alteración climática que se manifiesta en intensas lluvias en el norte y graves sequías 
en la región altiplánica del sur del país. Asimismo, el aumento de la temperatura 
global genera cambios térmicos en la densidad del agua, causando su dilatación y, en 

consecuencia, el aumento del nivel del mar. Esta situación origina grandes impactos 

sobre las actividades desarrolladas en las zonas costeras por el riesgo de inundación 

en áreas bajas, pudiendo ocasionar grandes pérdidas humanas y materiales, además 
de las económicas3.

Como resultado de esta inestabilidad, la alimentación, la salud y el desarrollo de los 

seres humanos están siendo amenazados. El cambio climático también amenaza 
con echar por tierra los avances logrados en los últimos años en asistencia sanitaria, 

educación, transporte y empleo decente. Las personas más pobres -especialmente 
las mujeres, los niños y las personas con discapacidad en las zonas rurales- son 

las más afectadas, siendo -al mismo tiempo- los grupos que menor incidencia han 
tenido sobre el incremento de este fenómeno. Actualmente, existe incertidumbre en 
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la población cuando el agua potable llega con restricciones a su domicilio, al igual que 

la energía eléctrica, todo ello producido por la pérdida de volumen de los glaciares y 

el deshielo que probablemente continúen en la Cordillera de los Andes. Igualmente, 

la población del país vive pensando cuándo ocurrirá el siguiente Fenómeno del 
Niño o la siguiente sequía. En síntesis, este es un fenómeno ambiental de profundas 

consecuencias económicas y sociales que afectan directamente a la sociedad.

Nuevo enfoque de Seguridad: Seguridad humana

Para enfrentar estas amenazas, la Organización de Naciones Unidas presentó un nuevo 

enfoque de seguridad, denominado “seguridad humana”, el cual fue utilizado por 
primera vez en 1994, en uno de los informes que realiza anualmente esta organización 

en el marco del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. Este informe fue 

el inicio de una reflexión mundial acerca de las nuevas dimensiones de la seguridad 
humana. Actualmente, este concepto es empleado por un gran número de expertos e 

investigadores académicos para subrayar que la seguridad humana tiene un carácter 
multidimensional, interdependiente, universal y preventivo, ya que la seguridad -en 

su sentido básico- se enfoca en la vida y salud de la persona, la familia y la comunidad4. 

En el Perú, el nuevo enfoque de seguridad humana se empleó oficialmente en el 
año 2017 con la promulgación del Decreto Supremo N° 012-2017-DE, que aprueba 
la Política de Seguridad y Defensa Nacional. En ese documento se sostiene que la 

seguridad humana se divide en siete dimensiones relacionadas con diversos tipos 

de amenazas: seguridad económica, seguridad alimentaria, de la salud, del medio 

ambiente, personal, comunitaria y política5. Por este motivo, la Seguridad Nacional 

está orientada a la defensa de la persona y de la comunidad, a través de la seguridad 
humana. Este concepto se centra en las personas y sus relaciones sociales, como una 

parte integrante de la seguridad nacional y global. La seguridad humana aborda el 
bienestar de las personas desde perspectivas múltiples e interrelacionadas, siendo un 

concepto integrador y relacional que llama la atención sobre la vulnerabilidad presente 

y emergente que se genera a través de condiciones sociales, políticas, económicas, 

institucionales y culturales.
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Cambio climático: Un asunto de Seguridad Humana

Ante este nuevo concepto, se reconoce la necesidad de examinar las posibles 

repercusiones del cambio climático para la seguridad, considerando las amenazas o 
presiones sociales, económicas y ambientales preexistentes, que son factores clave 

para la seguridad de las personas, las comunidades y los Estados. En ese sentido, estos 

factores comprenden: (1) la persistencia de la pobreza, el hambre y las enfermedades, 

(2) el rápido crecimiento de los asentamientos urbanos informales (con viviendas 
insalubres e infraestructura y servicios inadecuados), (3) las altas tasas de desempleo 

(especialmente entre los jóvenes) y (4) la escasez cada vez mayor de tierras, agua y 

otros recursos6. 

La magnitud de determinadas amenazas concretas, así como la capacidad tanto de 
recuperación de las personas, las comunidades y las sociedades, como de adaptarse 

efectivamente a esas amenazas inciden en las repercusiones del cambio climático para 
la seguridad. En los lugares donde se prevé que el cambio climático constituirá una 
grave amenaza para el bienestar humano, debido al bajo nivel de desarrollo humano 

y a la fragilidad de las instituciones del Estado, las repercusiones para la seguridad 

tienden a ser más pronunciadas, pudiendo generarse tensiones sociales y políticas. Al 
respecto, diversos Estados han expresado que las amenazas pueden y deben reducirse 

mediante el desarrollo sostenible, que incluya instituciones de gobierno legítimas y 

eficaces, así como el arreglo pacífico de las controversias7.

Por consiguiente, resulta útil pensar en el cambio climático como vector multiplicador 
de amenazas; es decir, un factor que puede actuar por diversas vías para exacerbar 

las causas ya existentes de conflictos e inseguridad. De igual manera, las políticas, 
instituciones y acciones a cargo del Estado servirían para aliviar y manejar eficazmente 
esas tensiones, a través de estrategias de mitigación y poniendo en práctica procesos 
de adaptación a esas políticas, los cuales pueden considerarse fuerzas reductoras de 

las amenazas.

Efectos sobre la Seguridad

Como se ha mencionado, los efectos del cambio climático amenazan no solo el 
bienestar de las comunidades más vulnerables, sino también los derechos humanos, 
los cuales tienen un vínculo intrínseco con el derecho a la vida, a la salud, a la 

alimentación, al agua y a la vivienda8. Asimismo, estos efectos amenazan el desarrollo 
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económico ya que podría existir una interrupción o una fuerte desaceleración del 

crecimiento económico a causa del cambio climático, lo que originaría el aumento 
de la pobreza y la marginación. Se considera que el crecimiento económico es 

importante para fomentar la capacidad de recuperación, mantener la estabilidad 

política, hacer más atractiva la cooperación y dar esperanza a las poblaciones 
desfavorecidas9.

Otros efectos podrían darse por la competencia por recursos escasos con otras 

comunidades o grupos, lo que originaría el desborde de la capacidad de gobernanza 

a nivel local o nacional. Dichas tendencias pueden manifestarse como conflictos 
localizados o repercusiones en el plano internacional que pueden traducirse en 

un recrudecimiento de las tensiones o, incluso, en conflictos por recursos10. En 

ese sentido, el cambio climático se vincula con los cambios en la disponibilidad de 
recursos naturales y la posibilidad de acceder a éstos, lo que puede suceder como 

consecuencia del aumento de la escasez de recursos (por ejemplo, los cursos de agua 

compartidos) o de la súbita expansión de los recursos compartidos o no delimitados11.

En un futuro no muy lejano, si no se toma conciencia y si los Estados no participan 

en la solución al problema del aumento de temperatura en el planeta, los efectos del 

cambio climático se multiplicarán y afectarán directamente a las personas, atentando 
contra sus derechos fundamentales12. Adicionalmente, los efectos del cambio climático 
atentarán todas las dimensiones de la seguridad humana, generando caos, pobreza, 
hambre, enfermedades, migraciones y conflictos, entre otros aspectos. Por lo tanto, 
las soluciones al problema del cambio climático están vinculadas a atacar sus causas 
(mitigación) o a tratar de manejar sus consecuencias (adaptación). Ambas soluciones 

requieren, sin embrago, esfuerzos costosos en términos políticos y económicos, por 

lo que muchos de quienes hoy se oponen a tomar acciones serias para enfrentar 

el cambio climático justifican su oposición por los altos costos que conllevan estas 
acciones, ya que la mitigación y adaptación incluyen innovaciones tecnológicas y de 

infraestructura que implican costos altos.

El papel del Estado

El Estado debe asegurar, proteger y proveer los recursos estratégicos necesarios para 

su crecimiento y desarrollo, enfrentándose a enormes retos, entre los cuales el acceso 
a las fuentes de energía y de agua, disputas fronterizas y emergencias humanitarias. 
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El deterioro de la seguridad ambiental, como resultado de los impactos del cambio 

climático, puede repercutir de manera específica en la pérdida de territorio y en 
el potencial colapso de la vida social, económica y política13. Por ello, cada uno de 

los problemas producidos por el cambio climático pone en riesgo al Estado y a sus 
instituciones, las relaciones interestatales, la seguridad nacional e internacional, así 

como la supervivencia de los seres humanos y de diversas especies de flora y fauna. 
Adicionalmente, amenaza con agudizar los demás asuntos de la actual agenda de 
seguridad, como el terrorismo, la descomposición del Estado, la corrupción, el tráfico 
ilegal de armas, y el crimen organizado transnacional14.

La existencia de instituciones eficaces a nivel local y nacional es vital para el Estado 
y para la gobernanza del país, atenuando cualquier riesgo de seguridad que pueda 

derivarse del cambio climático. El Gobierno -en cooperación con la sociedad civil- 
debe formular e implementar una estrategia nacional eficaz y coordinada en materia 
de cambio climático. Si por efecto del cambio climático aumentara la escasez de 
recursos o se intensificaran los desastres naturales, la capacidad del Estado podría 
verse desbordada, pudiéndose generar conflictos violentos al agravarse la pobreza 
y la crisis económica. La experiencia indica que los eventos extremos ocasionan 
postergaciones en los planes de desarrollo económico y social de los países, 

produciendo daños físicos y mentales en la sociedad en general.

Consecuentemente, la sociedad también juega un rol importante ya que debe conocer, 

cooperar y difundir la información para ayudar a mitigar el avance del aumento de 

temperatura en el planeta, a través de las siguientes acciones: (1) Ayudar a impedir 

que la temperatura global aumente más de 1,5 °C. (2) Reducir las emisiones de gases de 
efecto invernadero a cero al año 2050. (3) Dejar de utilizar combustibles fósiles (carbón, 
petróleo y gas) tan pronto como sea posible. (4) Asegurar que las medidas se tomen de 

un modo que no vulnere los derechos de ninguna persona, reduciendo la desigualdad 

en lugar de incrementarla. (5) Asegurar que las personas, especialmente las afectadas 

por el cambio climático o la transición a una economía sin combustibles fósiles, sean 
informadas sobre lo que sucede y puedan participar en la toma de decisiones sobre 

su futuro. (6) Cooperar para distribuir de forma justa la carga del cambio climático, 
donde los países más desarrollados deberían ayudar a los países en vías de desarrollo.
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Conclusiones

El cambio climático viene afectando la vida en el planeta y ocasionado inestabilidad 
en los seres humanos ya que repercute en aspectos como alimentación, salud y 

desarrollo. Sin embargo, las personas más vulnerables (mujeres, niños, ancianos) son 
quienes tienen menores probabilidades de superar y mitigar esta amenaza. Por una 

parte, la seguridad nacional presenta un nuevo enfoque llamado seguridad humana, 

el cual encierra una gama de conceptos centrándose en las personas y sus relaciones 
sociales. Por otra parte, el cambio climático es una gran amenaza a la seguridad 
nacional, debido a que origina grandes retos que deben ser enfrentados por el Estado. 

Por ello, debe de ser el propio Estado el encargado de concientizar a la población 

sobre este problema latente y cada vez más agresivo, formulando e implementando 
políticas y estrategias de adaptabilidad y mitigación ante esta amenaza.

La persona es el fin supremo de la sociedad y del Estado, por lo que la prioridad del 
Estado peruano debe ser su protección ante todo tipo de amenazas, en especial ante 

los efectos que produce el cambio climático. En ese sentido, sería muy perjudicial 
y hasta catastrófico el deterioro de la seguridad ambiental como resultado de los 
impactos del cambio climático, lo que podría ocasionar el potencial colapso de la vida 
social, económica y política del país.
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Los conflictos sociales en el Perú y la 
cooperación militar-policial

José Franco Lazarte 

Resumen

Los Estados cuentan con capacidades legislativas para controlar las relaciones entre 
los individuos y las instituciones, como manifestación objetiva del ejercicio de su poder 
político para regular la sociedad, los intereses de los actores sociales y las crisis que 
afectan la seguridad del país. En ese sentido, en este artículo se resalta la importancia 
de la cooperación militar-policial como mecanismo para superar las restricciones 

constitucionales de la intervención de las Fuerzas Armadas en entornos de conflictividad 
social en apoyo a la Policía Nacional del Perú. Asimismo, se resalta que, en el contexto 
de la seguridad internacional, los nuevos enfoques de seguridad en el hemisferio y los 
cambios acelerados en la realidad nacional exigen diseñar modelos de seguridad que 
integren mecanismos de intervención de las Fuerzas Armadas en procesos conflictivos 
que configuran fuentes de serias amenazas a la seguridad y que afectan el desarrollo 
nacional.

Palabras clave: Cooperación interagencial, crisis sanitaria, conflictividad social, toma de 
decisiones.

Abstract

Governments have legislative capacities to control the relations between individuals 
and institutions, as an objective manifestation of the exercise of their political power to 
regulate society, the interests of social actors and the crises that affect the country’s security. 
In this sense, this article highlights the importance of military-police cooperation as a 
mechanism to overcome the constitutional restrictions on the intervention of the Armed 
Forces in environments of social conflict in support of the Peruvian National Police. It also 
highlights that, in the context of international security, the new approaches to security 
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in the hemisphere and the accelerated changes in the national reality require the design 
of security models that integrate mechanisms for the intervention of the Armed Forces in 
confrontational processes that are sources of serious threats to security and that affect 
national development.

Keywords: Interagency cooperation, health crisis, social conflict, decision making.

Introducción

La naturaleza humana, las posturas contradictorias entre la acción del Estado y 
la población, así como los intereses colectivos diversos de los actores sociales y 

políticos crean situaciones de conflictividad, aunque su intensidad adopte diferentes 
niveles o fases dentro del ciclo del conflicto. A pesar de la emergencia sanitaria, la 
conflictividad social no dejó de ser un asunto de preocupación para el Estado peruano. 
Las disposiciones de aislamiento social en el marco de la emergencia y la prohibición 
de reuniones, tanto en ambientes cerrados como en espacios públicos, permitieron 

ejercer un control de las movilizaciones ciudadanas y protestas en el contexto de la 

pandemia.

Por una parte, con la finalidad de gestionar la crisis sanitaria y en el marco de un 
régimen de excepción, el Estado peruano adoptó las primeras medidas orientadas 

a prevenir la expansión del contagio del Coronavirus y controlar el orden público, 

mediante la emisión de dos decretos supremos. En primer lugar, el 11 de marzo de 2020 
se declaró la Emergencia Sanitaria a nivel nacional,1 mientras que, en segundo lugar, 

el 15 de marzo de 2020 se declaró el Estado de Emergencia Nacional, estableciéndose 
el inicio de la cuarentena, el cierre temporal de fronteras, así como otras medidas 

restrictivas del ejercicio de derechos (tránsito, reunión, etc.) y de actividades 
comerciales, culturales y recreativas.2

Por otra parte, en Latinoamérica se ha podido observar que, ante conflictos 
permanentes entre los políticos y la sociedad, los militares son llamados a cumplir 

un rol mucho más activo para la solución de dichos conflictos, como fue el caso en 
Guatemala entre los ochenta y noventa, y en Chile durante la transición.3 En Bolivia, 

algunos gobiernos han hecho uso de las Fuerzas Armadas para conservar el orden 

público. En ese contexto, diversos países vienen enfrentaron problemas no militares 

(como narcotráfico, conflictos sociales y seguridad ciudadana) con mecanismos 
militares.4
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La comprensión de la conflictividad en términos generales se refiere fundamentalmente 
al intercambio de hostilidades entre actores que no se encuentran de acuerdo sobre 

un punto particular.5 Ante ello, los Estados utilizan sus capacidades legislativas y 

normativas para regular y controlar las relaciones entre los individuos, los grupos, 

las instituciones, como manifestación objetiva del ejercicio de su poder político para 

regular la vida en la sociedad, los intereses de los actores sociales y las relaciones de 

poder que surgen en la interacción social y en los conflictos sociales.

En este artículo se resalta la importancia de la cooperación militar-policial como 

mecanismo para superar las restricciones de la intervención de las Fuerzas Armadas 

(FF. AA.) en apoyo a la Policía Nacional del Perú (PNP) durante conflictos sociales de 
gran escala y que pongan en riesgo la Seguridad Nacional. Para ello se describe la 

situación de conflictividad durante la pandemia, se revisa el marco constitucional y 
normativo que faculta la participación de las FF. AA. durante el estado de emergencia, 

así como se muestran los casos de Argentina, Bolivia y Colombia respecto a los roles 

de sus Fuerzas Armadas. 

Situación de los conflictos sociales durante la pandemia

Antes del estado de emergencia, la Defensoría del Pueblo registró la existencia de 

188 conflictos sociales en el Perú (especialmente socio-ambientales), observándose 
acciones colectivas de protesta, así como diversos procesos de diálogo en marcha.6 

Al respecto, la protesta social es la forma cómo la sociedad exterioriza sus reclamos, 

mediante marchas pacíficas o enfrentamientos violentos con la PNP, en algunas 
ocasiones con lamentables ocurrencias. Por ejemplo, en el Perú, entre enero y febrero 

de 2020 se registraron 299 protestas. Asimismo, a febrero de 2020, los conflictos 
socio-ambientales representaban el 68.1% del total de casos registrados,7 mientras 

que los 82 conflictos relacionados a la actividad minera representaban el 44% del total 
de conflictos sociales en el Perú. Otro dato de importancia es que, en el año 2019, de 
los 48 proyectos mineros en cartera publicados por el Ministerio de Energía y Minas, 

seis (representando el 13%) se encontraban en conflicto (Integración Coroccohuayco, 
Los Chancas, Quellaveco, Conga, Tía María y Río Blanco).8

Las medidas de excepción decretadas por el Gobierno peruano tuvieron efecto 
en la expresión pública de las demandas sociales con las que suelen activarse los 

conflictos.9 De igual manera, el ámbito de competencia de la autoridad policial se 
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amplió (detención, prohibición de reuniones, ingreso a domicilios e impedimento 

del libre tránsito),10 recibiendo el apoyo de las FF. AA. para actuar de acuerdo a ley. 

A pesar del estado de emergencia las protestas se incrementaron, pero adoptaron 

formas pacíficas y por lapsos breves, demostrando que cuando la sociedad percibe 
que ciertas circunstancias amenazan o perjudican sus intereses y derechos, buscará la 
manera de expresarse.11 Solo entre marzo y mayo de 2020 se reportaron 54 conflictos 
en observación, en su mayoría vinculados a problemas que surgieron a partir de la pandemia.12

Durante la crisis sanitaria, la Defensoría del Pueblo analizó cuatro escenarios 

conflictivos: (1) Referido a 110 reclamos de personal de salud a nivel nacional, 
(2) Respecto a 61 reclamos sobre la actividad minera, (3) Referido a 26 reclamos 
provenientes de internos y trabajadores de establecimientos penitenciarios, y (4) 

Relacionado con traslados humanitarios y desplazamiento de personas que, por 
situación de vulnerabilidad, provocó una migración y retorno a sus pueblos de origen 

en busca de refugio y recursos para sobrevivir.13 En este contexto, se observó la 

participación en conjunto y la cooperación entre la PNP y las FF. AA. para controlar el 

orden, garantizar la seguridad y prevenir algún evento de alteración de la seguridad 

pública.

Funciones de la PNP y de las FF. AA. en el desarrollo de los conflictos 
sociales 

Los artículos 165° y 166° de la Constitución Política del Perú establecen, respectivamente, 
la razón de ser de las FF. AA. y de la PNP. Asimismo, las funciones específicas de las 
Instituciones Armadas están señaladas en sus propias legislaciones, como el Decreto 
Legislativo N° 1137 (que asigna las funciones al Ejército del Perú), el Decreto Legislativo 
N° 1138 (que establece las funciones de la Marina de Guerra del Perú), y el Decreto 
Legislativo N° 1139 (que asigna las funciones a la Fuerza Aérea del Perú). Por otro lado, 
el Decreto Legislativo Nº 1267, Ley de la PNP, establece que su función es garantizar, 
mantener y restablecer el orden interno, orden público y la seguridad ciudadana. 

Sin embargo, en situaciones de excepción, las FF. AA. también pueden participar en 

el control del orden interno, durante regímenes de excepción; es decir, asumen el 

control del orden interno de conformidad con el artículo 137º de la Constitución.

Dada la gravedad de los efectos de la pandemia, el Gobierno peruano dispuso el estado 

de emergencia a nivel nacional. Este régimen de excepción se dispone en caso de 
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perturbación de la paz o del orden interno, de catástrofe o de graves circunstancias 
que afecten la vida de la Nación. En esta eventualidad puede restringirse o suspenderse 

el ejercicio de los derechos constitucionales relativos a la libertad y la seguridad 

personales, la inviolabilidad del domicilio, así como la libertad de reunión y de tránsito 
en el territorio.14 Cabe precisar que, debido a la declaración del estado de emergencia, 

tanto las FF. AA. como la PNP se encuentran desplegadas en el territorio nacional de 

acuerdo a sus planes de operaciones, dando cumplimiento a las disposiciones para la 

atención de la crisis sanitaria.

La cooperación militar-policial ante los conflictos sociales 

Esta situación de excepcionalidad, motivada por una crisis sanitaria que afecta 

la seguridad del Estado, permite a las FF. AA. cooperar con la PNP para enfrentar 

situaciones que pongan en riesgo el orden interno y la tranquilidad pública. No 

obstante, esta intervención podrá adoptar otros niveles, como el uso de la fuerza, para 
contener la acción de grupos organizados que podrían afectar la estabilidad jurídico-

política del país, la integridad territorial, así como la seguridad y defensa nacional. 

Entonces, ¿cómo sería este proceso de cooperación militar-policial?

Al respecto, Molano y Franco, en su publicación titulada “La coordinación interagencial: 
el arma secreta de la seguridad democrática”, sostienen que la coordinación 

interinstitucional o interagencial se entiende como un proceso mediante el cual se 

sincronizan medios y esfuerzos de dos o varias instituciones o agencias que buscan 

generar valor en la gestión pública para lograr objetivos definidos con recursos 
limitados.15 Es necesario resaltar que los principales recursos que se negocian en el 

proceso de coordinación interagencial son el dominio sobre el problema, la autonomía 

para tomar decisiones y actuar, el presupuesto y financiamiento, el capital humano, 
el posicionamiento político que comúnmente es definido por la comunidad política y 
sus líderes, así como la información para la toma de decisiones de gobierno y para la 

acción política.16

En ese sentido, las estructuras de cooperación interagencial enfrentan el reto de 

avanzar simultáneamente, ya que la coordinación de esta no solo es un proceso técnico, 
sino también un proceso político con dos niveles: el de la definición de directrices 
que guíen la acción interagencial y el de la implementación de las políticas.17 Por lo 

tanto, la generación de valor en la cooperación interagencial también originará la 
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integración de recursos de los organismos para fortalecer la toma de decisiones en 

el plano político-estratégico y definir las acciones en el plano operacional y táctico. 
En el caso del Perú, los instrumentos del poder nacional reúnen las condiciones para 

configurar este modelo.

La intervención de las FF. AA. en el control del orden interno y su vincu-
lación con la Seguridad Nacional

Latinoamérica comparte una plataforma común sobre la que se desarrollan los 
conflictos, la cual está caracterizada por estructuras que concentran el poder, 
polarización política, dinámicas económicas, instituciones estatales débiles o poco 
legítimas, dificultades para controlar la criminalidad, pobreza persistente e inequidad, 
limitada e irregular participación ciudadana, incremento en las tensiones interétnicas 

e interculturales y mecanismos incompletos de reconocimiento institucional de las 

identidades.18

Al respecto, Carolina Sampó, Doctora en Ciencias Sociales, analiza el caso de 

Argentina y señala que durante 35 años este país fue un caso paradigmático de la 
división taxativa entre Seguridad y Defensa. En ese modelo tradicional, las FF. AA. 

tenían como misión principal la defensa de la soberanía y la integridad territorial 

frente a agresiones externas de origen estatal. Sin embargo, debido a los cambios 

en el Sistema Internacional, a la expansión de la criminalidad y al incremento de la 

violencia, esa separación de funciones se comienza a superponer.19 A partir del año 

2018 y desde la aprobación de la Directiva de Política de Defensa Nacional, Argentina 
está ante un modelo de transición limitado, en tanto sus FF. AA. cumplen tanto 
su función principal (el resguardo de la soberanía e independencia, la integridad 

territorial, la capacidad de autodeterminación, la protección de la vida y la libertad de 

sus habitantes ante agresiones externas), como funciones subsidiarias (entre otras, 

las tareas relacionadas con el combate al crimen organizado, especialmente contra el 

narcotráfico).20

Por su parte, Jerónimo Ríos, Doctor en Ciencias Políticas, analiza la evolución de las 
Fuerzas Militares Colombianas e identifica dos etapas. La primera, entre los años 2007 
y 2012, en la que acontece un fortalecimiento creciente de la dimensión armada del 
Estado colombiano y en donde la superación del conflicto se comprende en términos 
de debilitar a la guerrilla y reducir los réditos provenientes, entre otros, del ilícito 
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cultivo cocalero. La segunda etapa, a partir del año 2012, en la que se experimenta 
una reducción en la intensidad de la confrontación con los grupos armados, en 

buena medida por los procesos de negociación y diálogo con las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia-Ejército Popular (FARC-EP) y el Ejército de Liberación 
Nacional (ELN), y que incorpora, además, nuevos lineamientos en la política pública 
colombiana a efectos de hacer más efectiva la mitigación del problema cocalero que 
tiene lugar en el país.21 Aunque, puede parecer que se está pasando de la seguridad 
nacional a la seguridad ciudadana como tal, los roles de las Fuerzas Militares aún 

se vienen trabajando, sobre todo al considerar que tras 50 años de conflicto los 
colombianos se acostumbraron a ver actuar de manera combinada a las Fuerzas 

Militares y a la Policía Nacional.22

Respecto a Bolivia, la investigadora boliviana Loreta Tellería sostiene que a mediados 
del año 2000 el nuevo escenario internacional en el tema de seguridad configuró la 
agenda de trabajo caracterizada por nuevos conceptos que delinean la adaptación de 

las FF. AA. al nuevo contexto democrático que vive el mundo y la región en particular. 
La integración de las FF. AA. a la democracia estuvo caracterizada por una serie de 
particularidades, tales como la sistemática violación de los derechos humanos, la 
militarización del conflicto social, la injerencia externa en asuntos internos y la crisis 
de legitimidad que afectó tanto al gobierno como a la institución militar.23

En Chile, en el contexto de diversos estallidos sociales en demanda de mayor equidad, 

acceso a salud y educación, y pensiones dignas, el analista chileno Gustavo Aimone 

señala la necesidad de orientar el accionar de las FF. AA. en tareas de apoyo a la 

ciudadanía desde un enfoque de seguridad multidimensional. Este nuevo esquema 

justifica la participación de las FF. AA. en operaciones distintas a la guerra y en 
contribución al desarrollo y a la paz social del país.24 

Respecto al caso peruano, José Saldaña y Jorge Portocarrero, en su publicación 
titulada “La violencia de las leyes: el uso de la fuerza y la criminalización de protestas 
socio-ambientales en el Perú”, analizaron el marco normativo con relación al uso de 

la fuerza estatal en conflictos socio-ambientales. Su hipótesis de trabajo es que el 
sistema jurídico, antes que garante, es productor de violaciones a los derechos 

humanos debido a la naturaleza violenta del derecho como enfoque teórico.25 Los 
autores concluyen que, en los últimos años, distintas normas sobre el uso de la fuerza 

han sido aprobadas siguiendo parcialmente los estándares internacionales; sin 
embargo, también hay contradicciones notables. Asimismo, Saldaña y Portocarrero 
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señalan que la posibilidad de que las FF. AA. actúen sin mediar estados de emergencia 

en apoyo de la PNP es inconstitucional, desnaturaliza su función primordial y permite 

la militarización de las zonas donde se producen los conflictos sociales. Lo mismo 
podría decirse de las unidades policiales antisubversivas, las cuales no estarían 

en condiciones de lidiar y hacer frente a las protestas sociales debido a su falta de 

entrenamiento en este tipo de operaciones. Los autores añaden que nada de esto 
resulta coherente con los principios de necesidad y proporcionalidad en el uso de la 

fuerza estatal.26

Por lo tanto, la intervención de las FF. AA. está condicionada a declaratorias de 
regímenes de excepción; es decir, durante los estados de emergencia para asumir 

el control del orden interno, configurando una situación de cooperación militar-
policial. En estas condiciones, las FF. AA. desarrollan acciones en un contexto en el 

que están suspendidos los derechos constitucionales. En ese sentido, el Presidente 
de la República, con acuerdo del Consejo de Ministros y dando cuenta al Congreso, 
puede decretar por plazo determinado, en todo o en parte del territorio nacional, 

alguno de los estados de excepción contemplados en el artículo 137° de la Constitución 
Política del Perú, ya sea el estado de emergencia o el estado de sitio.27 Como se ha 

señalado, el propio marco constitucional precisa que corresponde decretar el estado 

de emergencia en caso de perturbación de la paz o del orden interno, de catástrofe o 
de graves circunstancias que afecten la vida de la Nación.28

Respecto al rol de las FF. AA. en un estado de excepción, el abogado constitucionalista 
peruano Carlos Hakansson explica que debe tenerse presente que la actuación de las 
FF. AA. es fundamentalmente orientada a proteger la soberanía, independencia y la 

integridad territorial del Perú. Cualquier otra función secundaria se desarrollará solo 
en cuanto sea estrictamente necesaria o ante la posibilidad de que las FF. AA. asuman 

el control del orden interno durante la vigencia de un estado de excepción. En rigor, el 

control del orden interno le corresponde a la PNP. Asimismo, conviene destacar que en 

el Perú la práctica constante ha sido recurrir al estado de emergencia para enfrentar 
situaciones que afectan a la seguridad nacional y a la seguridad humana. En el Perú, 

y en América Latina en general, un estado de excepción ha constituido -en muchas 
ocasiones- el escenario o la excusa perfecta para limitar derechos fundamentales, 

generando incluso situaciones de impunidad.

Lo que en todo caso aún es materia de discusión es si cuando las FF. AA. asumen 

el control del orden interno lo hacen subordinadas o supervisadas por la PNP, o si 
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-por el contrario- es la PNP la que pasa a subordinarse a los lineamientos de las FF. 

AA. o se encuentra sometida a su supervisión. Sea como fuere, si se va a disponer 

la participación de las FF. AA. en este escenario, no debe perderse de vista que esta 

constituye una situación muy excepcional y de estricta necesidad, ya que el control 

del orden interno no es la función principal de FF. AA., sino de la PNP.29

Conclusiones

Desde una perspectiva de cooperación interagencial y desde un enfoque de modernidad 

de la estructura de seguridad multidimensional, la cooperación militar-policial es 

el mecanismo necesario para asegurar la participación e intervención de las FF. AA. 

en situaciones de conflictividad social, durante el desarrollo de escenarios de crisis 
sanitarias o pandemias que afectan la vida humana y, por consiguiente, la seguridad 

del país. Se debe tener en cuenta que la participación de las FF. AA. en asuntos del 

quehacer policial solo se puede concretar previa declaratoria de emergencia, ya que 

esta situación también conlleva al uso de la fuerza estatal, como ocurre en escenarios 

de conflictos socio-ambientales. Es quizás en los escenarios de mayor complejidad 
y violencia, en los que la intervención de las FF. AA. se ve justificada al amparo del 
mandato constitucional, empleándose el mecanismo de cooperación militar-policial. 
Teniendo presente que las problemáticas de actualidad (como el narcotráfico y 
el crimen organizado) incrementan los niveles de complejidad y violencia, es muy 

probable que el involucramiento de las FF.AA. para enfrentar estas amenazas se 

incremente constantemente.

Los movimientos populares manifiestan sus resistencias a los poderes políticos porque 
ven amenazados y afectados sus representaciones y sus derechos. Es quizás, en estos 
escenarios, dónde las FF. AA. no encuentren oportunidades de intervención, pero sí 

de cooperación con la PNP, ya sea mediante entrenamiento, tecnología e inteligencia, 

teniendo presente que la fragmentación y heterogeneidad de los movimientos y 

organizaciones sociales en el Perú y en América Latina se ha profundizado en la última 
década. En ese sentido, es necesario contar con un diseño de modelos de seguridad 

que integren mecanismos de intervención de las FF. AA. en procesos que configuran 
amenazas a la seguridad, como se vienen desarrollando en el contexto de la seguridad 

internacional, debido a los nuevos enfoques de seguridad en el hemisferio, así como 

los cambios acelerados en la realidad nacional influenciados tanto por la globalización 
como por el modelo neoliberal.
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Programa Fuerzas en el Deporte: 
Desarrollo social en las fronteras del 
Brasil

Alexsander Aquiles da Conceição

Resumen

A lo largo de su historia, las Fuerza Armadas de Brasil han materializado la presencia 
del Estado en sus fronteras, garantizando no solo la seguridad y la defensa nacional, 
sino también el desarrollo social en las comunidades donde se encuentran presentes. 
En este sentido, en este artículo se muestra las oportunidades que brinda el Programa 
Fuerzas en el Deporte (PROFESP) para el desarrollo social en las fronteras de Brasil, al 
ser un programa social realizado en los cuarteles de las Fuerzas Armadas que beneficia 
a los jóvenes en situación de vulnerabilidad social. El PROFESP es una acción social 
que beneficia a más de 30.000 brasileños al año, mejorando su autoestima, su sentido de 
pertenencia, sus valores, su salud física y mental, así como brindándoles esperanza de 
un futuro mejor.

El desarrollo de este artículo se basa en metodología cualitativa, con base en la información 
de fuentes bibliográficas y documentales, así como de videos y entrevistas disponibles en 
internet, además de la experiencia del autor, al haber trabajado directamente con dicho 
programa. 

Palabras Clave: PROFESP, frontera, desarrollo social, oportunidades, vulnerabilidad 
social.

Abstract

Throughout its history, the Brazilian Armed Forces have materialized the presence of 
government on its borders, guaranteeing not only national security and defense, but also 
social development in the communities where they are present. In this sense, this article 
shows the opportunities provided by the Forces in Sports Program (PROFESP) for social 
development in Brazil’s borders, as it is a social program carried out in the Armed Forces 



Programa Fuerzas en el Deporte: Desarrollo social en las fronteras del Brasil

106

barracks that benefits young people in socially vulnerable situations. PROFESP is a social 
action that benefits more than 30,000 Brazilians a year, improving their self-esteem, their 
sense of belonging, their values, their physical and mental health, as well as giving them 
hope for a better future.

The development of this article is based on qualitative methodology, based on information 
from bibliographic and documentary sources, as well as videos and interviews available 
on the Internet, in addition to the author’s experience, having worked directly with this 
program. 

Keywords: PROFESP, border, social development, opportunities, social vulnerability

Introducción

Los desafíos para el desarrollo nacional en las fronteras de Brasil son un tema 
recurrente tanto en los medios de comunicación como en los debates y en el 

ámbito académico. Diversas investigaciones señalan que estos desafíos se deben a 
los problemas socioeconómicos derivados de la ausencia del Estado, de los delitos 

transfronterizos y del vacío demográfico.1 Sin embargo, también informan sobre las 

soluciones que brinda la educación, a través de programas sociales y políticas públicas, 

dirigidas principalmente a los jóvenes, en un esfuerzo conjunto entre el Gobierno y 

la sociedad.2 Con respecto a la educación, los investigadores argumentan que esta se 

desarrolla en espacios diversos, no limitados únicamente al ámbito escolar, toda vez 
que en el territorio brasileño existen múltiples realidades socioeconómicas, cada una 

con su contexto especifico. Por esa razón, acciones educativas específicas -para un 
fin determinado- se desarrollan en comunidades, organizaciones y otros espacios 
distintos a los del marco escolar formal.3

En ese contexto, las áreas fronterizas terrestres de Brasil son de importancia no 
solo por su rol estratégico en la defensa del territorio nacional, sino también por 

el rol que cumplen en el desarrollo del país, lo que obliga a una fuerte presencia 

de las Fuerzas Armadas en dichas áreas fronterizas, las cuales -en muchos casos- 
materializan la única presencia del Estado, brindando oportunidades para que se 

emprendan acciones gubernamentales en beneficio de estas poblaciones.4 En ese 

sentido, en este artículo se describen los beneficios que brinda el Programa Fuerzas 
en el Deporte (PROFESP) como acción socioeducativa implementada por las Fuerzas 
Armadas brasileñas que destaca la educación del deporte como una oportunidad para 
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el desarrollo, dirigida a niños y adolescentes en situación de vulnerabilidad social. El 

proyecto es una iniciativa del Gobierno Federal que involucra a los militares y a otros 

sectores para generar en estos jóvenes valores éticos y morales.

La realidad social en las fronteras brasileñas

La frontera terrestre de Brasil tiene una extensión de 16.886 kilómetros, con una 
banda de 150 kilómetros de ancho definida por ley, que abarca 11 unidades federativas, 
586 municipios, 2 áreas estatales operativas e incluye a casi 12 millones de habitantes. 
Toda esta región representa el 27%  del territorio nacional, con un 5,6% de la población 
brasileña viviendo en ella. Sin embargo, en esta área fronteriza se evidencia la falta de 
políticas públicas en salud, educación y otras áreas, haciendo que esta población sea 
vulnerable a los atractivos que brindan las actividades ilícitas transnacionales, entre 

ellos las ganancias económicas rápidas y el ascenso social.5

En cuanto al índice de vulnerabilidad social presentado por el Instituto de 

Investigaciones Económicas Aplicadas (IPEA)6, que mide la desigualdad social 

en Brasil, el país presenta una vulnerabilidad promedio (0.3262). No obstante, 
existe una gran asimetría regional que se evidencia en el arco sur de la frontera 

brasileña, una región con el peor índice de vulnerabilidad social (21,1%). Este índice 
toma en cuenta, entre otros, el porcentaje de niños que no asisten a la escuela 

(por grupos de edad), la tasa de analfabetismo, así como el porcentaje de jóvenes 

que no estudian, no trabajan y son vulnerables a la pobreza. En ese sentido, los 

habitantes de esa región aún viven enfrentando grandes necesidades, la misma 

que se evidencia en el saneamiento básico, la educación y el ingreso familiar, por 
lo que se puede afirmar que en dicha región las políticas públicas siguen siendo 

ineficientes.

Por ejemplo, Uruguaiana es un municipio ubicado en la frontera más meridional de 
Brasil, con problemas sociales que incluyen el tráfico de drogas, armas, y municiones, 
así como el contrabando, la malversación (permeabilidad de la frontera), el abigeato, 

la explotación sexual infantil y la evasión de divisas, entre otros.7 Esta situación revela 

la necesidad de contar con políticas públicas sociales continuas, que impulsen la 

educación, dinamicen la economía y promuevan el desarrollo. El panorama social 

de Uruguaiana revela que el ingreso mensual de los trabajadores formales es de 

2,2 salarios mínimos. Sin embargo, la proporción de desempleados es del 82,6%. 
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Asimismo, el porcentaje de personas con un ingreso mensual de hasta la mitad del 

salario mínimo es del 35,6% y el Índice de Desarrollo Humano (IDH) es de 0,744. Estas 
cifras muestran una gran desigualdad social en lo que respecta a la concentración de 

ingresos y personas con trabajos formales, siendo la tasa de escolaridad entre niños 

de 6 a 14 años del 97,6%.8

En su Manifiesto Mundial del Deporte, la Organización de las Naciones Unidas para 
la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) afirmó que la educación a través 
del deporte fortalece y preserva los valores éticos, morales, de justicia, solidaridad 

y fraternidad. Es a través del deporte educativo que los niños y adolescentes de 

las escuelas primarias y secundarias desarrollan su cuerpo, mente y actitudes de 

comportamiento. Por consiguiente, la educación del deporte puede ser la solución 

más atractiva para los jóvenes en situación de vulnerabilidad social, a partir de una 
política pública dirigida a la promoción del desarrollo social, bajo una base sólida y 

continua.9

En el mundo globalizado y tecnológicamente conectado, las nuevas demandas 

y realidades imponen nuevas metodologías y múltiples espacios para brindar 

educación, además de la tradicional e institucional. Específicamente en relación 
con la frontera, las Fuerzas Armadas -y en particular el Ejército de Brasil- vienen 

colaborando desde hace mucho tiempo para el desarrollo social de esa región del 

país, particularmente en el área de la educación.10 En este ámbito, las políticas 
públicas son fundamentales para mejorar las condiciones de vida de las poblaciones 

más necesitadas. Algunas de estas políticas involucran directamente a las Fuerzas 
Armadas. Con esto en mente, el gobierno brasileño implementó el PROFESP como 
una acción socioeducativa dirigida al desarrollo social para beneficiar a los jóvenes 
en situación de vulnerabilidad social.11

Programa Fuerzas en el Deporte 

El PROFESP es un programa social del Gobierno Federal implementado en el año 2003 
con el propósito de promover la valoración de la persona, reducir los riesgos sociales y 

fortalecer la ciudadanía, la inclusión y la integración social de los jóvenes beneficiados 
por el programa. Esto se hace a través del acceso al deporte y actividades físicas 

saludables, y otras acciones socialmente inclusivas.12 El PROFESP es desarrollado 
por el Ministerio de Defensa en colaboración con el Ministerio de Ciudadanía, el 
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Ministerio de Educación, el Ministerio de Turismo y el Ministerio de la Mujer, la Familia 

y los Derechos Humanos. Al respecto, el Ministerio de Defensa es quien conduce el 
programa de manera global, a partir de la coordinación, orientación, planificación, 
gestión y ejecución de los recursos propios y recibidos de otros ministerios. La puesta 
en funcionamiento del programa es responsabilidad de la Armada, el Ejército y la 

Fuerza Aérea.13

Por una parte, el Ministerio de Ciudadanía brinda apoyo específico al programa a 
través de sus secretarías. Por ejemplo, la Secretaría Especial de Deportes se encarga 

de proporcionar los recursos necesarios para el equipamiento deportivo, uniformes 

y la contratación y pago de profesores y monitores, además de la formación 
pedagógica. Asimismo, la alimentación de los menores está a cargo de la Secretaría 
Especial de Desarrollo Social, que también permite la inclusión de estudiantes en 

el Programa Nacional de Incentivo al Voluntariado.14 Por otra parte, en el ámbito 
del Ministerio de Educación, la Secretaría de Educación Básica se ocupa de la 
integración y articulación de las políticas públicas dirigidas a la educación básica, 
orientadas a la educación básica y media, en lo que sea aplicable al programa. 
Igualmente, la Secretaría de Modalidades de Educación Especializada hace lo propio 

para la educación especial, bilingüe, bilingüe para sordos y ciegos, así como con 

discapacidad auditiva, desde una perspectiva sociocultural, según corresponda al 

Programa.15

El Ministerio de la Mujer, la Familia y los Derechos Humanos también cuenta con una 
amplia gama de participación en el PROFESP. Su Secretaría Nacional de Juventud 
contribuye al mantenimiento de la infraestructura deportiva, el acceso al aprendizaje 

en instituciones especializadas, la inserción en el mercado laboral y la inclusión 

social. La Secretaría Nacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad 
hace lo mismo con los estudiantes del programa que tienen discapacidad. Además, 
la Secretaría Nacional de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia se ocupa de la 

integración y articulación de las políticas públicas dirigidas a la niñez y adolescencia, 

en lo que sea aplicable al programa.16 Por su parte, el Ministerio de Turismo tiene una 

alianza con PROFESP a través de la Secretaría Especial de Cultura, contribuyendo 
a las acciones relacionadas con las actividades culturales previstas en los planes de 

trabajo del programa. Adicionalmente a estas agencias federales, existen diversas 

entidades que apoyan el programa, como arquidiócesis, centros integrados empresa-

escuela, fundaciones bancarias, comités olímpicos y paralímpicos, universidades, 

APAE, Pestalozzi, entro otras.17
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En las Fuerzas Armadas, las actividades de PROFESP se desarrollan dentro de 
organizaciones militares, en los denominados Núcleos de Actividad Deportiva (NAE, 

en portugués). También cuentan con el apoyo de la comunidad y el sector privado en 

los ámbitos federal, estatal y municipal. Toda la infraestructura y el apoyo necesario 
para el desarrollo de las actividades del programa se encuentran disponibles en 

los cuarteles que reciben a estos jóvenes.18 Al respecto, el Gráfico 1 muestra las 
responsabilidades de los Ministerios involucradas en el PROFESP.

Gráfico 1. Responsabilidades de los Ministerios involucrados. Elaboración propia.

El transporte de alumnos entre la escuela y el cuartel, ida y vuelta, sigue dos modelos. 

El primero es el privado, cuando organizaciones militares realizan el proceso de 

licitación para la prestación de servicios por parte de empresas de transporte; mientas 

que el segundo es el público, cuando el servicio es brindado por los departamentos de 

educación de los estados o municipios, siendo este último el más habitual ya que los 
propios municipios buscan este involucramiento en beneficio de los alumnos de las 
escuelas públicas.19

Con relación a los recursos financieros que posibilitan el funcionamiento del PROFESP, 
estos son centralizados por el Ministerio de Defensa y transferidos a las Instituciones 

Armadas, quienes a su vez lo transfieren a las Unidades cuyos cuarteles participan 
en este programa para realizar el proceso de licitación, contratación de servicios y 

adquisición de material. De esta manera, se produce una inyección de recursos a la 

economía donde se ubican estos cuarteles, lo que genera empleo e ingresos, además de 
contribuir al desarrollo local. Al respecto, la contratación de servicios cubre todo tipo 
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de mejora de las infraestructuras deportivas y otras que apoyan a los estudiantes en sus 

actividades, tales como mantenimiento, adecuación, rehabilitación y construcción de 

pistas deportivas, gimnasios, piscinas, baños, alojamientos, salas de juegos, cocinas y 

comedores, así como la instalación de equipos eléctricos y electrónicos, la instalación 

y mantenimiento de redes eléctricas e informáticas, el mantenimiento de edificios, 
entre otros. Todo ello con la finalidad de ofrecer el mejor y más seguro entorno donde 
los niños y adolescentes pasen toda una mañana o tarde de actividades. Igualmente, 

la adquisición del material incluye todos los artículos deportivos requeridos (balones, 

equipos de atletismo, material de natación, prendas de vestir y equipos individuales) 

según las modalidades desarrolladas en el cuartel. 

Asimismo, las organizaciones militares reciben recursos económicos para la compra 

de alimentos que permitan ofrecer comidas sanas y de calidad para que cada alumno 

participante del programa cuente con dos alimentos: desayuno y almuerzo reforzados 

(para los alumnos del turno de mañana), así como almuerzo y merienda reforzados 

(para los alumnos del turno de tarde), dentro del horario de actividades en el cuartel. 

Las comidas proporcionan los nutrientes necesarios para cubrir el esfuerzo que se 
realiza durante las actividades deportivas y la enseñanza, contribuyendo al desarrollo 

integral de los estudiantes.

Aunque la actual pandemia ha provocado la suspensión temporal de las actividades 

del programa20, los recursos asignados al PROFESP en el ámbito del Ejército 
Brasileño para el año 2020 totalizaron 11,2 millones de Reales (aproximadamente 
2 millones de dólares americanos). La asignación de estos recursos ha permitió la 
implementación del programa en 123 ciudades de todos los estados de la Federación 

y del Distrito Federal, involucrando alrededor de 202 organizaciones militares de 
las tres Instituciones Armadas, con beneficios para más de 29.500 niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes, incluyendo a miembros de las comunidades indígenas al 

interior de la amazonía brasileña.21 Es importante resaltar que el PROFESP es una 
vertiente, dentro de las Fuerzas Armadas, de otra iniciativa denominada “Programa 
Según Tiempo” que pertenece al Ministerio de Ciudadanía y que tiene como objetivo 
democratizar el acceso a la práctica y cultura del deporte educativo, promoviendo 
el desarrollo integral del cuerpo y la mente de los jóvenes beneficiados. En ese 
sentido, el PROFESP sigue tales finalidades para promover el desarrollo social de 
los niños y jóvenes en situación de vulnerabilidad social de las comunidades que 

más lo necesitan.22
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Igualmente, las actividades del PROFESP se llevan a cabo después de la escuela y 
dentro del cuartel, utilizando las diversas infraestructuras. Además, los jóvenes 
reciben atención médica y odontológica, contando para ello con seguros de vida y de 

salud gratuitos.23 El programa está dirigido a niños y adolescentes entre 6 y 18 años, 
de ambos sexos, siempre que sean socialmente vulnerables y estén matriculados en 

escuelas públicas. Para ello, los principios del PROFESP son: (1) Revertir la situación 
de injusticia, exclusión y vulnerabilidad social en que se encuentran los jóvenes, (2) 

Garantizar el deporte y el esparcimiento como derecho de cada uno y deber del Estado, 

(3) Promover la inclusión social a través del deporte educativo, (4) Hacer del deporte 
y la seguridad alimentaria una herramienta para la inclusión social, (5) Universalizar 

las oportunidades a través de actividades físicas y deportivas, educativas, sociales, 

culturales y ciudadanas, y (6) Flexibilizar la elección de las actividades inclusivas 

desarrolladas por los centros.24

PROFESP como oportunidad de desarrollo social en las fronteras

Sin lugar a duda, el PROFESP es una oportunidad para impulsar el desarrollo nacional, 
principalmente, en las fronteras del Brasil. Por consiguiente, las acciones efectivas 

desarrolladas por este programa generan los siguientes beneficios: (1) Desarrollo de 
valores sociales y ciudadanía, (2) Refuerzo educativo, cultural y social, (3) Revelación de 
talentos, (4) Desarrollo de la capacidad física y motora, (5) Refuerzo alimentario, y (6) 
Reducción de la exposición a riesgos sociales, entre otros.25 Estos beneficios se generan 
no solo para los jóvenes inscritos en el programa, sino también para sus familias, para 

el barrio, para las escuelas donde estudian y para la comunidad en su conjunto. Esto se 

debe a que los resultados del PROFESP contribuyen al desarrollo social en diferentes 
áreas, tales como: (1) Educación (a través de la reducción de la deserción escolar y el 
aumento del rendimiento educativo), (2) Sociedad (a través de la reducción de la violencia 

contra la familia y la sociedad, el aumento de la conciencia ambiental y ciudadana, la 

ampliación de la integración social y la valoración de la vida en sociedad), (3) Cultura (a 

través del desarrollo del interés por la cultura nacional y local), (4) Ciudadanía (a través 

del fortalecimiento de la autoestima, del sentimiento de pertenencia y de la percepción 

de derechos y deberes), (5) Física y deportiva (a través del interés por la actividad física 

y deportiva, el trabajo en equipo, el desarrollo de un espíritu competitivo saludable, la 

valoración de la meritocracia y el desarrollo de las habilidades motoras), y (6) Seguridad 

alimentaria (a través de la alimentación saludable y de la reeducación alimentaria).26
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Al respecto, el PROFESP se muestra eficaz en la superación de los desafíos 
sociales en las regiones fronterizas, al mejorar las condiciones de los jóvenes 

en situación de vulnerabilidad social. Asimismo, el proyecto genera beneficios y 
aportes prácticamente de forma inmediata, mostrando los siguientes resultados 
desde el inicio de sus actividades: (1) Integración social, (2) Democratización del 

acceso a la práctica y cultura del deporte y a la actividad deportiva educativa, (3) 
Mejora considerable en los índices escolares, (4) Reducción de riesgos sociales, (5) 
Incremento de la experiencia de los profesionales en el área de la educación física 
que están actuando con el programa, (6) Seguridad física, (7) Seguridad alimentaria, 
y (8) Diálogo, entre otros.27

En este contexto de aportes generados por el PROFESP, los jóvenes también son 
inscritos en programas de primer empleo para la inserción en el mercado laboral, 

como PROGREDIR y Elite Aprendiz, entre otros. Gracias a los valores morales y 

otras características ya mencionadas que PROFESP brinda a los jóvenes, muchos 
de ellos son elegidos prioritariamente para los distintos trabajos formales 

disponibles.28 Estos programas ofrecen formación con prácticas laborales en 
empresas privadas y el sector público, beneficio que nace de las alianzas entre 

instituciones y empresas para brindar a los jóvenes mayores oportunidades a 

través del PROFESP. 

En el mismo sentido, el informe de investigación encargado por el Ministerio de 

Defensa sobre los resultados generados por el PROFESP a lo largo de los años 2017, 
2018 y 2019, señaló que en el área de Educación más de un tercio fue aprovechado 
en el mercado laboral, con algunos ingresando a la carrera militar, así como una 

mejora del 10% en el rendimiento escolar de los participantes.29 Asimismo, en el 

aspecto de Salud hubo una mejora significativa en los índices de los beneficiados 

por el programa. Por otra parte, en la práctica deportiva hubo un incremento 
creciente en el rendimiento y consistencia en la práctica de la actividad física. 
Estos resultados confirman la contribución del PROFESP al desempeño escolar de 
los jóvenes, a su salud física y mental, así como a democratizar el acceso de todos 

al deporte como alternativa no solo para la práctica física, sino también para una 
actividad laboral. 
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Conclusiones

El PROFESP se muestra no solo como un programa efectivo de desarrollo social, 
sino también como un eficaz programa preventivo de Seguridad Pública y Soberanía 
Nacional implementado en Brasil. El éxito de las actividades realizadas con los jóvenes, 

los resultados obtenidos para este público objetivo, los beneficios de los servicios 
ofrecidos (como alimentación, actividad física, fomento de los valores morales, entre 

otros) y los bajos costos en comparación con otros programas sociales del Gobierno 

respaldan la afirmación realizada. Asimismo, las declaraciones espontáneas de 
los participantes del PROFESP revelan la importancia de esta iniciativa en la vida 
de los niños y adolescentes, toda vez que este programa socioeducativo promueve 

la inclusión social y brinda oportunidades a los participantes.30 En ese sentido, el 

PROFESP contribuye en gran medida a brindar una vida mejor, reduciendo los riesgos 
sociales a los cuales están expuestos los participantes, especialmente con relación a 
su involucramiento en actividades ilícitas. Además, brinda a los jóvenes y sus familias 
la esperanza de un futuro mejor y digno, con oportunidades laborales y una adecuada 

vida social como ciudadano.

El éxito de los resultados de este programa se debe, sin duda, al esfuerzo conjunto de 

las instituciones públicas y las entidades privadas involucradas en este esfuerzo, lo que 

repercute positivamente en la calidad de vida de los niños y adolescentes en situación 

de vulnerabilidad social. En tal sentido, se debe reconocer el involucramiento y el 

adecuado aprovechamiento de las capacidades de las Fuerzas Armadas brasileñas 

puestas a disposición de este programa, estrechando y fortaleciendo las relaciones 

civiles-militares. 

Gracias a PROFESP, los niños y adolescentes no pasan tiempo de ocio en las calles, ya 
que se involucran en actividades prácticas y creativas después de la escuela, recibiendo 
una adecuada alimentación y reforzando sus valores morales y ciudadanos. A través 

de este programa se permite que el niño tenga derecho a ser niño y que el adolescente 

visualice un futuro más esperanzador y seguro, con la certeza de una vida mejor. 
Por consiguiente, el PROFESP es un modelo exitoso que se puede aplicar en otros 
espacios y para otras demandas, apuntando a la transformación social de las personas 

que buscan su autonomía y protagonismo en la vida. Adicionalmente, puede servir de 

modelo para otros países que demandan acciones socioeducativas para mejorar la 

calidad de vida de sus ciudadanos.
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Putumayo: Puerta posterior del 
narcotráfico en el nororiente peruano

Daniel Herrera Guerra

Resumen

En el Perú, los diferentes gobiernos de turno han aplicado políticas de desarrollo centralistas 
que han dejado grandes extensiones de territorio descuidadas, sin presencia efectiva del 
Estado. La zona del Putumayo, que delimita la frontera con Colombia a través del rio del 
mismo nombre, es uno de estos lugares en donde vienen proliferando el narcotráfico y otros 
delitos conexos, y en donde organizaciones criminales no solo afectan la seguridad y la 
soberanía nacional, sino que también perjudican el desarrollo de la región. En ese sentido, 
resulta indispensable que el Gobierno establezca políticas claras de accionar multisectorial 
para incrementar la presencia del Estado en estas regiones; de lo contrario, se corre el 
riesgo de que cuando se quiera intervenir ya sea demasiado tarde. En este artículo se 
analiza la situación existente en el Putumayo, evidenciándose la urgente necesidad de que 
el Estado peruano adopte acciones inmediatas y contundentes para evitar nuevos frentes 
de lucha para las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional del Perú, lo que conllevaría a la 
inevitable pérdida de vidas humanas.

Palabras Clave: FARC, Guerrilla, Putumayo, GAOR, narcotráfico.

Abstract

In Peru, the different governments in power have applied centralist development policies 
that have left large areas of territory neglected and where there is no effective presence 
of the Government. The Putumayo area, which marks the border with Colombia across 
the river of the same name, is one of the areas where drug trafficking and other related 
crimes have been proliferating, and where criminal organizations not only affect national 
security and sovereignty, but also harm the region’s development. Thus, it is essential for 
the Government to establish clear policies of multisectoral action to increase the presence 
of the Government in these regions, otherwise there is a risk that by the time it wants to 
intervene, it will be too late. This article analyzes the existing situation in Putumayo, 
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showing the urgent need for the Peruvian Government to adopt immediate and forceful 
actions to avoid new fighting fronts for the Peruvian Armed Forces and the National Police, 
which would lead to the inevitable loss of human lives.

Keywords: FARC, Guerrilla, Putumayo, GAOR, drug trafficking, terrorism, narco-
terrorism.

Introducción 

El Perú ocupa el puesto 19° entre los países con mayor extensión geográfica del 
planeta y el 3° en Sudamérica, con una extensión total de 1’285, 216 Km2 (sin considerar 

la extensión de su mar territorial), con una ubicación geográfica estratégica en la 
parte central y occidental del continente sudamericano. Asimismo, Perú es un país 

amazónico que limita con otros cinco países y que se proyecta al Océano Pacífico, 
presentando una gran variedad territorial y climática, y una de las biodiversidades 
más grandes del mundo1. Sin embargo, esa gran diversidad incluye también grandes 

extensiones de cordilleras, desiertos y selvas de muy difícil acceso.

La provincia de Putumayo, en la región Loreto, a pesar de su amplia biodiversidad 
y potenciales lugares turísticos, posee uno de los más altos niveles de pobreza en 
el país debido a su aislamiento geográfico, la falta de presencia del Estado, y bajo 
desarrollo económico, siendo la corrupción y el narcotráfico factores que agravan 
dicha situación. Al respecto, el narcotráfico en el área de Putumayo viene siendo 
impulsado por organizaciones criminales extranjeras, en su mayoría de origen 

colombiano, y disidentes de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) 
que operan en la frontera peruano-colombiana y que han instalado sus campamentos 

de operaciones en territorio peruano, apoyadas por las comunidades rivereñas 

peruanas que trabajan en el cultivo de las hojas de coca y de marihuana. 

Estas organizaciones criminales se han dividido el dominio y el control de ciertas 

zonas en Colombia, en donde cultivan, producen y comercializan distintos tipos de 

estupefacientes que les generan cuantiosas ganancias. Algunas de estas organizaciones 

son conocidas como Grupos Armados Organizados Remanentes (GAOR) porque sus 
miembros son ex integrantes de las FARC. La presencia de los GAOR en territorio 
peruano es una amenaza no solo para la seguridad nacional, sino también para la 

estabilidad regional; por lo tanto, debe ser controlada en el más corto plazo para evitar 
su proliferación y fortalecimiento. Sin lugar a duda, la expansión de cultivos de hoja de 
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coca en el área de Putumayo, así como el incremento de delitos conexos relacionados 
al Tráfico Ilícito Drogas (TID) son serios indicativos que deben ser analizados y deben 
llamar la urgente atención de las autoridades, antes de que el hecho de enfrentar estas 

amenazas se convierta en una labor de tiempo completo para el Estado, en especial 

para las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional del Perú. Se estima que el mayor número 

de muertes violentas en la región del Putumayo se debe a la guerra abierta entre los 

GAOR que operan en la zona2. En ese sentido, lo que viene ocurriendo en los Valles de 

los Ríos Apurímac, Ene y Mantaro (VRAEM) muestra la complejidad del problema, lo 
laborioso que es contenerlo y lo costoso que puede ser erradicarlo. 

Haciendo un símil entre cómo se inicia y se desarrolla el narcoterrorismo en el 
VRAEM, y los actuales inicios del narcotráfico en el Putumayo se puede formular una 
hipótesis muy válida: el Putumayo podría convertirse en el próximo VRAEM del Perú, 
si es que ya no lo es. En este artículo se analiza la situación en la región del Putumayo 

para llamar la atención de la sociedad y de las principales autoridades del Estado 

peruano, adoptándose medidas urgentes que combatan las amenazas existentes en 
esta región del país, antes de que sea demasiado tarde. 

Análisis

Un claro ejemplo de la estrecha relación que existe entre el narcotráfico y las 
organizaciones terroristas que ven en esta actividad ilícita una buena forma de 

financiamiento son las FARC. Para fines del año 1975, esta organización terrorista contaba 
con cinco frentes mal armados, poco organizados y con una logística deficiente; sin 
embargo, todo cambiaría en los años ochenta con el dinero proveniente del narcotráfico, 
multiplicando sus recursos y modernizando su armamento, lo que aceleró la creación 

de un mayor número de frentes de lucha. En ese sentido, en el año 1982, las FARC ya 
contaban con 24 frentes de lucha y antes de concluir esa década el número creció a 483.

Tras intentos fallidos por buscar el diálogo con las FARC y la paz en Colombia, el 
presidente Andrés Pastrana (1998 - 2002) firmó el “Plan Colombia”, obteniendo 
financiamiento y asistencia militar por parte de los Estados Unidos con el propósito 
de modernizar las Fuerzas Armadas colombianas y combatir de manera más efectiva 
a las FARC. Es así que durante el gobierno de Juan Manuel Santos (2010 - 2018) se 
realizaron contundentes operativos contra esta organización terrorista, sentando las 

bases y las condiciones para el inicio de un proceso de diálogo tendiente a buscar la 
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paz en Colombia, la cual se materializó con el “Acuerdo Final para la Terminación 
del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera”. No obstante, en los 
primeros meses del año 2018, se detectó la presencia de dos GAOR que operaban en los 
poblados contiguos a lo largo del río Putumayo, los cuales -aprovechándose de la escasa 
presencia del Estado y de las características geográficas de la zona- vienen ingresando 
a territorio peruano para realizar actividades ilícitas conexas al narcotráfico, como el 
tráfico de armas y municiones, el cobro de cupos, o el reclutamiento forzoso, entre 
otros delitos, poniendo en riesgo la seguridad de la población peruana de la zona. 

Al respecto, Adriana Chica, periodista y politóloga colombiana, menciona que durante 

la reestructuración de los grupos armados en Colombia tras la desmovilización de las 

FARC,  las células de ex militantes disidentes de esta organización se convirtieron 
rápidamente en uno de los principales actores de la nueva dinámica de la criminalidad. 
Para ellos, han sido capaces de reconstruir viejas alianzas y construir otras, habiéndose 

fortalecido con  el único interés del negocio del narcotráfico4. En ese sentido, los 

GAOR apostadas en la zona fronteriza del Putumayo (lado Colombiano) centran sus 
actividades en el TID, mostrándose interesados en la expansión de su área de injerencia 
a lo largo del río Putumayo, lo cual les permitiría asegurar un corredor de movilidad 

hacia Brasil para controlar los cultivos de plantaciones de coca y la producción de 

droga en toda la frontera entre Perú y Colombia, incluyendo el “Alto Putumayo”, el 
“Bajo Putumayo” y la zona del “Trapecio Amazónico”.

Por una parte, desde inicios del año 2020, la zona del “Alto Putumayo” (frontera 
Perú - Colombia) se mantiene en alerta constante ante la presencia esporádica de 
miembros de los GAOR, principalmente en los puertos de ambos países, donde 
pretenden consolidar su presencia para lograr el monopolio de las actividades ligadas 

al TID. En ese sentido, el GAOR predominante en la zona del “Alto Putumayo” cuenta 
con aproximadamente 200 integrantes armados, distribuidos en nueve comisiones 
y un coordinador financiero. Este GAOR también es conocido como “Los Sinaloa” 
(debido a su abatido líder Pedro Oberman Goyes “Sinaloa”) y se autodenominan “La 
Mafia”, “Águilas del Sur” o “Comandos de la Frontera”, siendo este último seudónimo 
el utilizado en las localidades del municipio de Puerto Leguízamo (Departamento de 
Putumayo - Colombia) y en sus zonas de influencia en la frontera entre Colombia, 
Ecuador y Perú. Adicionalmente, los “Comandos de la Frontera” han optado por captar 
informantes en la mayoría de poblados y comunidades ubicadas en ambas orillas del 

río Putumayo, como parte de sus medidas de seguridad para el desplazamiento de sus 

comisiones y el traslado de sus cargamentos (droga y armamento) a lo largo de este río, 
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evidenciándose la captación de jóvenes y niños, en algunos casos armados. Asimismo, 
utilizan Vehículos Aéreos no Tripulados con los cuales vigilan las actividades de las 

Bases Militares, Puestos de Control de las Fuerzas del Orden y las unidades fluviales 
que transitan en el río Putumayo.

Por otra parte, en el área que comprende el “Bajo Putumayo” (lado Peruano) se observa 
el incremento en la cantidad de integrantes de los GAOR, dedicados a la siembra de 
plantaciones de coca, la construcción de laboratorios rústicos clandestinos para el 

procesamiento de Pasta Básica de Cocaína, así como al tráfico y distribución de insumos 
logísticos. Por esta razón, en el año 2020, se incrementaron los desplazamientos de los 
GAOR a las comunidades nativas para utilizarlas como zonas de descanso y realizar 
actividades de abastecimiento de víveres, coordinación de acciones relacionadas al 

TID (incentivar el cultivo de plantaciones de coca), y realizar extorsiones a los dueños 

de embarcaciones que cruzan por el río Putumayo. Igualmente, intentan obtener 

información sobre la presencia de otros grupos de narcotraficantes que transiten por 
el área que aún no se hayan acogido a sus disposiciones, y sobre las Fuerzas del Orden 
presentes en la zona; asimismo, pagan a los pobladores para que trabajen para ellos 

como colaboradores e informantes.

El GAOR predominante en la zona del “Bajo Putumayo” se autodenomina Frente 
“Carolina Ramírez”. Este GAOR concentra generalmente sus actividades en territorio 
colombiano, al sur del departamento de Caquetá. Sin embargo, en la frontera con Perú, 
hacen presencia en las localidades ubicadas en la ribera del río Putumayo, constituyendo 

una amenaza creciente y preocupante debido a que sus actividades están ligadas al 
TID, tráfico de armas, extorsión, entre otros, buscando con ello consolidar su dominio 
sobre las referidas actividades en los sectores donde predominan los “Comandos de la 
Frontera”. Este hecho ha creado un escenario de continuo enfrentamiento entre dichos 
grupos, perturbando la tranquilidad en ambas riberas del rio Putumayo.

En ese contexto, la presencia de estas organizaciones delincuenciales en territorio 

peruano se debe a las limitadas acciones de prevención por parte del Estado, así como 

a una débil cultura de paz, al escaso diálogo Estado - población, a la reducida capacidad 
operativa de los Gobiernos Locales y Regionales para cerrar brechas criticas (como el 
déficit de recursos humanos, recursos tecnológicos y logísticos), a las limitaciones de 
los operadores de justicia y al inadecuado marco normativo.

El Sistema de Información de Control de Drogas (SISCOD) de la Comisión Nacional 

para el Desarrollo y Vida sin Drogas (DEVIDA) informó que, al 31 de diciembre de 2017, 
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la extensión total ocupada por cultivos de hoja de coca en la zona del Putumayo se 

incrementó en un 13,7% con respecto al año 2016. No obstante, las mayores extensiones 
de cultivos de hoja de coca aún se concentran en la zona del VRAEM, con 21,657 
hectáreas, y en La Convención y Lares, con 10,479 hectáreas. En ese sentido, la zona 
del Putumayo representa menos del 10% de los cultivos de hoja de coca existentes en 
el Perú, motivo por el cual DEVIDA -quien asigna los presupuestos para combatir el 

TID a nivel nacional- desestima la zona del Putumayo como un área de preocupación. 

Conclusiones

Las operaciones militares en apoyo a la Policía Nacional del Perú necesarias para 
cubrir la totalidad del territorio que abarca la región del Putumayo requieren de 

un presupuesto considerable, pero absolutamente necesario. El hecho de no actuar 

con prontitud, eficacia y contundencia posibilitará que estos grupos delincuenciales 

crezcan y que –posiblemente- hagan la transición a narcoterrorismo, convirtiéndose 

en una seria amenaza para el Estado peruano y un problema igual o mayor al que se 

presenta actualmente en el VRAEM. 

Este es el momento de tomar decisiones con visión de futuro, pensando en los 

peruanos que viven en esa zona alejada del país, así como de facilitar el desarrollo de 

las zonas fronterizas y de evidenciar las buenas relaciones internacionales que existen 

con Colombia. Asimismo, es momento de trabajar de manera coordinada entre los 

sectores del Gobierno y los poderes del Estado, demostrándole a la población que el 
Estado peruano está presente en donde se le necesite.
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